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N U M I S M A T I C A  





Las características y tendencias generales 
de la política penal monetaria en la Corona 

de Castilla durante la Edad Moderna 
Por Jaime Lluis y Navas 

((~onclirsi  tin.) 

Como consecuencia de esta tendencia, las Cortcs catalanas de 1599 aceptaron 
como supletorios a los derechos canónico y romano, y en Kavarra las de 1576 acep- 
taron el romano. Ya en cl siglo S I T I I I  un auto acordado califica de intolerable la 
aplicación en Castilla del derecho romano en perjuicio del real, y todavía el marqués 
de la Ensenada se lamentaba de que en las Lniversidades sólo se ensefiaban los de- 
rechos romano y canónico. Entonces, para corregir esta situacicin empiezan a dic- 
tarsc medidas sobre la introduccibn de la enseiíanza del derecho real cn las univer- 
sidades. 

InUtil decir que en esta corriente influyeron las tendencias gcncrales del rena- 
cimiento, y el precedente de la llamada recepción romanocanciriica en la Baja Re- 
conquista. IIs m&, ésta puede considerarse como la faceta jiirídica del renacimien- 
to, adelantada sobre otros aspectos cultiirales de la vuelta al clasicismo antiguo. 

b )  E l  periodo que nos interesa, como señalaba Galo Sánchcz (11, está compren- 
dido entre el renacimiento y la aparición de la escuela histórica del derecho. La 
tendencia rennceníisia hacia la herencia romana pesó tambikn en el ánimo de los 
juristas, los cuales llegaron a estudiar el derecho del Corprls jrrris como una rama 
de la tradición antigua, como un documento de la literatura antigua, llegando 
a estudiarse con un criterio filológico y humanistico. Sobre todo a partir del si- 
glo XVIII,  se marca una iendencia a l  cambio de esta orientaci0n, pasando a estu- 
diarse en función de criterios de fondo politico; es el caso del marqués de Beccaria 
en materia penal. Estas tendencias repercutieron en Espaiía, si bien adquirieron 

(1) GALO S ~ N C H E Z :  Ob. cit . ,  pAg. 233. 
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matices propios, en gran parte por influjo de nuestros teólogos. De ahí la aparición 
de la llamada escuela de Salamanca en el Siglo de Oro. Estos tratadistas, que 
en realidad eran verdaderos poligrafos, caracterizados :isimismo por el despliegue 
de su considerable erudición, llegaron a tener un piso efectivo en la política del 
país, y en la legislación, al ser consultados por los reyes como asesores. Entre éstos 
figura fray Xlonso de Castro, autor dc la (le pol~sfafe lcgis poenalis, que para 
muchos es la obra que marca la fundación de la ciencia del derecho penal. Otro 
tratadista, el padre Jlariana, desrirrolló el estudio de la moneda y su derccho. 

Lo acabado de señalar y lo apuntado en otro lugar de este trabajo sobre el 
peso dc la formación romanistica, nos permite apreciar una vez más el conside- 
rable papcl de la tradición jurídica romana en las oricntacioncs legislativas y, 
por tanto, penales monetarias, del periodo que estamos estudiando. Ahora ljicn, 
cabe seííalar quc hubo factores limitativos, a veces por ciiarito rl estudio como ele- 
mento de erudición hi~manistica podía apartar dcl enfoque dcl estudio del derecho 
roniano como elemento de aplicación jurídica. Con todo. esta salredad es relativa, 
dada la intima relación que sicrnpre hny cntrc. cl estadio cultural general y dos 
facetas del mismo, cual son las vidas legales y iiionrtarias. Pero adcmiis, es fácil 
advertir una tendencia a la asirnilacitiri, a la adaptación a nuestro ser naciond; se 
registra asimismo y a la larga habría de permitir la adecuacibn de la técnica jurí- 
dica romana, sin duda elevadísima a nuestro modo de ser y escala de valores. 
h este efecto, cl papel, vaIia y peso de nuestros teólogos hahría de ser considera- 
ble. E s  decir, junto al influjo ronianistico cabe señalar una tendencia asimilativa 
(que no llegó :i sus últirnos cfeclos conio consecuencia del carnhio de riirri1)os ini- 
ciado con el afranccsamiento tlrl siglo SYITI  y clrsarrollado cn el SIS) y un peso 
del modo de ser nacional, a rcccs rellcjado mas en cl modo de aplicar el derecho, 
y en las ordenanzas reales, en la vicia jiiridica que e11 las rcglas técnicas, éstas 
muy ronianizadas, y ademhs dificilmcrite sustitiiiblcs, por no decir que sin sus- 
titución posit)lc al no habcrse forniado una técnica de base distinta. 

Con lodo, por lo qiie al derecho monetario sc rclierc, cs preciso advertir que 
la situación de la epoca y ciertos factores constanles, más consiistanciales con la 
naturaleza de la moneda que con el tstadio culliiral (rri:ilicia de la falsificación, 
etcétera), hicieron que siempre tiivieran carhctcr (le clclito algunos actos y, por 
tanto, el peso (le1 infliijo romano quedaha paliado por cl de las exigencias cconó- 
micas y tkcnicas dc la moneda. 

E n  último término, lo acabado (le selialar pcr~ni ie  advertir un irnport ante ele- 
mento de contacto (por más sa l~edades  que existan) entre la evoliición cultural 
general y la del derccho monetario, paralelismo que se esplica porque la cslructura 
rnonetaria y el sistema jurídico son una faceta de la civilización. De ahi qiie sus 
fases propias, por muchas (ctliscroniaso que puedan registrar tengan un paralelismo 
evidente. No nos extendemos aqui sobre las adiscroniasa en cuestibn, por habcrlas 
analizado en otros trabajos. 

c) El peso de las doctrinas y consiguiente influencia del derecho romano sobre 
el nncionnl, segun hemos visto, tuvo una manifestación indirecta en el influjo 
sobre el derecho castellano (y también de otras regiones). Además, los tratadistas 



de derecho nacional, influidos por l a  técnica romanistica, estructuraban la csposi- 
ci6n de nuestras normas, scgún dicha técnica. Esto tiene una fácil cxplicacion 
en el hecho mismo de que no disponian de  otra, y crcarla ex nihilo es dificil, pero 
resulta prácticamente imposible si además se admira, y 110 sin motivo, la que fue 
adoptada. 

De todos modos, el contenido doctrinal no siempre coincidia con dicha técnica, 
en parte por la pecualiar escala dc valores y modo de ser de los españoles (1) y tam- 
bien por influencia de las doctrin:is catdlicas, las cuales, a su vez, en el modo de 
exposición de nuestro país, fucron adaptaclos a nucstra propia jdiosincracia (2). 

Esto fue posiblc precisaniente por scr la católica una rcligibn urii~ersal, que al 
serlo rc:ilrncnte pucclc adaptarse :il modo sc ser de los diversos grupos hunianos 
sin perder nada dc su esencia, pucs no en vano 1)ios ha creado todos los grupos 
y, por tanto, (lado pie a sus caracterislicas, pero a la vez ha  revelado para todos 
la verdaclera doctrina. ]>e ahí, pucs, qiie sea adaptable a las pecualiaridadcs de las 
diversas criatur:is cliviiias (3) .  

1 2 1  todo caso, la consecuencia fiic. qiie, al igual que en otras rariias de la cultura, 
existía un proceso (le adaptación de las corrientes jurídicas a los irnper- CI t' lvos 
asiológicos iiacionalcs, corricrite que el siglo S V J I I  iniciaría su dcsvirtuacibn. 
Por tanto, tr:is la tCcnica rornanistica es preciso ver con frecuencia teridencias de  
fondo que ~ i o  lo son Iarito. .ihora bien, en el cainpo cstricto del dereclio monetario, 
la tradicibri roiti:iníslica la rtprcsentan, cri gran medida, las Partidas, que sahe- 
riios scgiiiaii sit~i:ílo iiria de las fiierites juriclicas fiindaiiieritalcs. 1i;n cambio, las 
iiorriias insrrlns cil las I(ecopil;icioiics de la Eclad Jlodcrna sucleii ser cspiesión 
fundarnerital de In ~?cccsid:id dc resolver los probleiiias surgidos cn aquclla época. 
E s  decir, el doctriiiarisiiio roinariístico lo rcpresrntaii fiirldameritalineiitc las Par- 
tidas, ~iiicnIras 13s Hccopi1:icioiics reprcscnlnn 1)ásicnirientc las exigencias de la 
situacibn ecoti61nic;i c.le la epoca. 114s :itlelnrite verciiios cl grado en que procedia 
la aplicacibn (le iinns ii otras, segíin las opinioiics (le los tratadistas dc aritaíio. 

t l )  1,as 1'artitl:is no putlirroii prrsciiidir plenanicnic de I ( T  rectlidatl u m h i e ~ ~ t ~ ;  así, 
junto a las infliicricins justinianra y [Ir las dccrctales uparcccri restos cle los anli- 
guos Fiicros, srgún destacara ya Ilii 1 3 0 ~ s  (1). 

Ida rcsistt~ncin a la recepción dc los dcrcchos cotiiiiiies licmos de medirla, 
sin duda, por el dcrccho legislado, cual es el caso acabado de apuntar. Pero adcniás 
lieinos cle gradi~arla por el derecho aplicado, es decir, por la niedida cti que se fa110 
segíiri los tcstos de tendencias romanisticas. E n  este aspecto, parecc que la resis- 
tencia en origcn fue grande, nias luego fue cedicndo a medida que se imponían 
los juristas letrados, forrnados segun las tcndcncias de los glosadores y postglosa- 
dores. Finalmente hemos de tener en consideracion el grado en que nornias de una 

(1) LLUIS: I.as pro!/~ceionfs monetarias ..., piig. 45 y sig. 
(2) V6a.W GARC~A GALLO: Ob. Clf., pAa. 374. 
(3) VCasc LLUIS: Crilicismo y Calolicismo. Barcelotia, 1951, piig. 6 y sig., y G o z r s u ~ ~ o  GUERRA PARICIO 

y .Jnrarc LLUIS Y NAVAS: Sol(ts sohrc la ei)oliici4n polificn y la evolución cultural. Barcelona, 1960, pdg. 6 g sig. 
(4) Du r % o ~ s :  Oh. cit., pdg. 310. 



Cpoca se adaptaban a la realidad sicosocial de otra, hecho evidente desde el mo- 
mento en que nuestra sociedad feudal y luego absolutista siguió aplicando tex- 
tos procedentes de la antigüedad, es decir, de otra estructura social. Este extremo 
es, a veces, el de más dificil medición, pero en todo caso no hemos de dejarnos en- 
gañar al medirlo y no podemos olvidar que las formas y normas de procedencia ro- 
mana se aplicaron a los valores de la realidad social latente en nuestro país. De ahí 
que su resultado de hecho variara con frecuencia en las dos vertientes del Pirineo. 

e) Las Partidas reiteradamente velan por los problemas del honor. El hecho 
de velar en si por el mismo no puede atribuirse a peculiar nota de nuestro de- 
recho, por tratarse de un valor universalmente admitido. Ahora bien, como des- 
taca Du Boys U), lo que si es peculiar del derecho español es la trascendencia que 
se atribuye a esta cuestión. 

Serialamos este extremo por cuanto es un ejemplo bastante claro de cómo el 
influjo del derecho romano, tan acusado en el cuerpo legal del Rey Sabio, no pudo 
menos que entrelazarse con la realidad peninsular, y la realidad de la vida juri- 
dica venía a ser la resultante del cruce de ambos factores. Por eso, bajo las formas 
romanas late con frecuencia una realidad autóctona, dando lugar a un proceso 
de adaptación a la misma, cuya existencia no podemos olvidar para enjuiciar 
debidamente el papel del derecho romano en nuestra península. 

Es  posible que, en este caso, el fenómeno haya sido mejor advertido por un 
autor extranjero que por los nacionales, en atención al contraste que debía obser- 
var con la realidad de su pais. 

f) Según Asso y Manuel G), Iilonso de Acevedo es el comentarista de nuestra 
legislación histórica mas conocido, pero c(sólo se empeiiaba en seguir ciegamente 
a Bartoloa. Ello nos muestra el arraigo del romanismo entre los juristas cultos de 
nuestro Siglo de Oro y más concretamente nos permite apreciar el peso de la tenden- 
cia a interpretar nuestra legislación según la técnica romanistica, lo cual había 
de acarrear un acercamiento a la misma por via de elaboración doctrinal. 

g) En el reinado de Felipe V se registra una reacción contra el derecho romano 
aplicado por la práctica de los tribunales, como consecuencia de la formación pura- 
mente romanocanonista que daban las universidades, pero sin niriguna base legal. 
En efecto, dicho monarca recogió una protesta contra el romanismo que ya se re- 
gistraba en el siglo XVII. Asi, en 1713, el Consejo dc Castilla ordenó que se aplicara 
el derecho nacional y sólo como subsidiario del romano. Pero es dudoso el éxito de 
esta medida, pues en 1741 hubo que reiterarla. Finalmente, en 1770 se procedió a 
establecer la enseñanza del derecho nacional, o real, en las Uriiversidades, a lo que 
se resistieron muchas de éstas. Al mismo tiempo, aparecieron manuales destinados 
a facilitar el conocimiento de nuestro derecho. Pero como éste, en gran parte, era 
el de las Partidas, seguían pesando, si no la fuentes directas del derecho romano, sí, 
por lo menos, sus principios básicos. A partir del siglo XVIII se registra también 

(1) Du Uous: Ob. cit.. pAg. 224 y 268. 
(2) Asso y ~ I A N U E L :  0 b .  cil . ,  phg. XCIX. 
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la influencia del derecho francés en el centralismo administrativo y en la esfera 
mercantil, pero en el penal se precisará esperar al periodo de la codificación para 
que pese plenamente el influjo francés. 

En la reacción frente a un derecho como el romano, técnicamente muy elevado 
pero, en último termino, extraño a nuestro país, pesaron posiblemente varias con- 
sideraciones. De parte del reino cabe registrar un sentimiento que hoy califica- 
ríamos de nacionalista y también un criterio establecido en función de la finalidad 
de las leyes de atender a las necesidades del país. En ultimo término, a dicha fina- 
lidad respondian los acuerdos del rey con las Cortes, y al no ser aplicados por los 
tribunales desatendían a las ideas sobre las conveniericias del país a que respon- 
dían los acuerdos en cuestión. 

En el ánimo de Felipe V, probablemente también pesaría iin sentido de auto- 
ridad. Incluso es posible que fuera su móvil fundamental (1). No cabe olvidar 
que el derecho romano era introducido en España por las enseñanzas universita- 
rias, y, como derivación de éstas, por la practica de los juristas, pero que dicho 
derecho carecía de apoyo en un precepto de la Corona. Su aplicación implicaba, 
por tanto, en cierto sentido el desacato y desconocimiento de la voluntad de la 
realeza. Y esto sólo podía ser suficiente para que Felipe V reaccionara contra tal 
práctica. 

Con todo, al admitir el derecho romano como subsidiario, en cierto sentido, 
se sancionaba su práctica. En  este aspecto, la realidad de la vida jurídica se habia 
impuesto sobre la solución ideal, era un triunfo de la fuerza de los técnicos sobre 
el sentir nacional, tanto más cuanto que, al presentar el derecho positivo castellano 
muchas lagunas, quedaba un margen bastante amplio para la aplicación del de- 
recho romano admitido como subsidiario. En todo caso, debieron registrarse serias 
resistencias al abandono de la practica romanística. Ello es apreciable en la san- 
ción de la subsidiariedad del derecho romano, que, según hemos apuntado, impli- 
caba una concesión a la práctica de los juristas. La necesidad de reiterar la pri- 
macía legal del derecho nacional nos lleva a la misma conclusión. En otras pala- 
bras, la aplicación del derecho castellano chocó con las dificultades con que suelen 
tropezar aquellas normas a las que se oponen, precisamente, los llamados a apli- 
carlas, y que por su misma función se hallan en condiciones de dificultar conside- 
rablemente la plasmación efectiva de la voluntad del legislador. 

En  realidad, la verdadera solventación del apuntado defecto se abordó, con 
posibilidades de éxito efectivo, al procurar que el derecho de nuestro país fuera 
conocido por los juristas, es decir. al introducir su enseñanza en las universidades 
y fomentar la publicación de manuales de derecho nacional. No cabe olvidar 
que el defecto que estamos serialando tenia su raiz en gran medida en que el de- 
recho conocido por los juristas letrados era el romano y no el de Castilla, y por 
eso aplicaban aquél y no Cste. 

(1) Lucra~o DE TAXOXERA: Felipe V, dos veces Rey de EspaAa. Barcelona, 1942, pág. 53 y sig. 



a) Asso y AZanuel hicieron una sistematización de nuestro derecho penal, que 
constituye un verdadero estudio previo a la formalización de un código, el cual 
resultaba y a  posible a fincs del siglo S Y I I I ,  gracias al material lcgislativo de que 
se disponía, a l  amparo de la paulatina elaboración de normas. Esto constituye, 
por cierto, un ejemplo de lo que indicanios más adelante, comentando las tesis 
de Rlartinez Marina rcspecto del momento de la evoliición legislativa en que es 
posible elaborar los Códigos, y el crror de perspectiva hisl6rica que presupone 
censurar el que no apareciera antes de ticnipo un texto codificador. 

Lisso y Rlanuel dividían los delitos en publicos y privados, clasificación ])astante 
equivalente en ellos a la actiial entre delitos persegiiibles dc oficio y a instancia 
de parte. La falsificación de moneda figuraba naturalmente entre los piiblicos. 

Asimismo observaban que (entre los dclitos públicos tiene cl primer lugar, 
como niás alroz, el crirncn l ~ s u c  ;IIcjeslutis, o de traycion)). Es  decir, el concepto 
dc etraicióno habia adquirido iin carácter técnico equipararlo rc la lesa JI«jestacl del  
derecho rornnno. Estanios, pues, ante un ejemplo de cómo la técnica roinnnistica 
intentó forzar nuestro drreclio positivo acercándolo al romano. .\ renglón seguido, 
Asso y SIanuel iric1ui:in critre los clclitos (le traición la tlcfraiidación de las rentas 
realcs y el contrabando, lo que implicaba incluir tani1)ién la saca (1,. 

E n  la fijación (le las íigiiras (le dclito, sustcrital)a~i que «en scgundo lugar dclin- 
quen contra cl piiblico los falsarios, ciialcs son: 1.0 1.0s monederos falsos, que 
cercenan o vician la rnorieda corrieritc.~). Apoyaban sil punto de vista en las Parli- 
das (21, 10 que parece scñalar que continiialmn aplicándose cn la riiatcria que nos 
interesa, siquiera a título de fucnte sii1,sirliaria (3) e inc1iii:in asi~nisriio entre los 
falsarios otros dclitos tales coriio el perjurio, la adulteración de escrituras, etc. (,l), 
lo que presupone un criterio hastante a~iiplio sobre. la idea (le falscdatl, idca que 
hemos tenido ocasióii tlc apreciar quc vari6 con los tiempos ( 5 ) .  

E l  punto de vista de .isso y JZanucl, como en general su sistcinatizaci0n de 
las figuras penales, está bastante de acuerdo con el corijiinto de nuestro tlercclio 
positivo histórico y con las fuentes que refundían al sistcmatizar. 

El concepto de la alevosía dc la falsificación lo recortlb asimismo ,4zevcdo (61, 

indicando, al amparo de las Partidas, que t(est enorme, e t  grave crimen ct Iaesae 
Maiestatis)). Este concepto lo identifico con dc el traición en sentido del derecho de 
entonces, opinando sobre el falsario que porque es aleve omelius diceret, porque 

(1) ASSO y ~ T A X U E L :  Ob. cit., pAg. 230. 
(2) Partida VII, titulo 7, ley 9. 
(3) Sobre la aplicación de las Partidas vdanse los trabajos que publicamos en los números 12 y 13 

de Nvnrisara. 
(4) Xsso y MANUEL: Ob. cit., pág. 236. 
(5) Véase la primera nota del presente articulo. 
(6) AZEVEDO: Ob. cit., Comentario a la Nueva Recopilación, libro VIII, titulo 17, ley 5. 



es traydor)) ha  de ser considerado como reo de lesa Majestad. Especificando su 
punto de vista, lo consideró como un delito de atentado contra las facultades del 
emperador y del rey, es decir, del soberano. 

l i s  más, su mismo concepto de moneda falsa lo formula diciendo {(in nostra ma- 
teria falsa moneta hoc modo scilicet quocl falsa moneta est illa quae cuditur ab  eo 
qui non habet publicam cudendo authoritatem)), con independencia del valor in- 
trínseco de la pieza. l'or cicrto, que era un concepto que precisaba ciertas especi- 
ficaciones, pucs en puridad no abarcaba a las monedas falseadas por los propios 
monederos de las cecas, ya  que Estos gozaban de autoridad dclegada del rey para 
acuiiar. Con todo, el concepto era válido en el sentido de que dicha facultad tenia 
un sentido restrictivo que la autoridad para acuriar se detentaba sólo en la mcdida 
fijada en las disposicio~ies reales y, por tanto, no disponían de autoridad para emi- 
t j i  otra clase de monedas. 

Al cxcluir toda referencia al valor intrinseco, Xzcvedo se inclinaba por la tesis 
((rega1ist.a)) de que el valor de la moneda radica en la autoridad dc quien la emite, 
y no en su valor iritrinscco, frente a la posición contrapiiesta de los canonistas (1). 

b)  Sobre la calificacicin de lesa Majestad al delito de saca, Salcedo (2) afirmaba 
que el contrabando con los enemigos tiene ta l  carácter por cuanto Ics fa\-orecc, 
y como tal  es delito gravísimo que los romanos penaban con la muertc. Amén de 
permitirnos acusar una vez más el influjo del dcrecho romano aplicado al nuestro 
como criterio doctrinal, el punto de vista de Salcedo parece basarse en una distin- 
ción entre el contrabando con neutrales y con cnemigos, reservando la calificación 
de traicion para estc último caso, que evidentemente era más grave e implicaba, 
a todas luces, un atentado contra los intereses del país. E n  todo caso, la calificación 
de traición en materia monetaria, no solo al)arcaba a la falsificación, sino también 
al contraba~ido, si bien en un caso era automática y general, y en el otro limitada 
al dclito en beneficio del erieniigo. 

c) E1 propio Salcedo clrfiniti la trnicidn (3) al decir quc traidor es aquel que con 
falsedad obra en daíio del príncipe, hoy diríamos del Estado. E n  funcibn de esta 
definición sc csplica la aplicación de la idea de traición a la falsificación y al con- 
trabarido. Si algo ha de ser objeto de duda, es sil limitaci8n al contrabando con los 
cncmigos, pues aun cuando de menor gravedad que en el contrabando con el ene- 
migo, también hay un perjuicio para el Estado en el realizado con los neutrales; 
la diferencia de m:ilicia de hccho y la gravedad de las consecuencias de la califi- 
cación de traición esplican las limitaciones apuntadas por Salcedo. 

Algún reparo podria hacersc a la definición propuesta en atención al requisito 
de (cfalsedad)), que a primera vista no parece aplicable a la saca. Pcro es evidente 
a todas luces que aquí sc iit;liza el término ((falsedad)) no en el sentido de adultera- 
ción, sino en el de malicia o ilegalidad, y cn ta l  sentido era aplicable no sólo a la 
adulteración monetaria, sino también al contrabando. 

(1) Vénse I,LUIS: Las dociririns monrtarias ..., pág. 164 y sig. 
(2) SALCEDO: Oh. cit., p6g. 59. 
(3) S a ~ . c ~ u o :  Oh. cit., pág. 65. 



E n  apoyo de su criterio, desde un punto de vista positivo, Salcedo (1) aducía 
que la Real Cédula de 21 de enero de 1647 dispone que quien lleve moneda a Por- 
tugal, entonces en guerra con España, incurre en delito de lesa Majestad y pér- 
dida de bienes. Aun cuando el criterio de Salcedo era extensivo a todo enemigo, 
evidentemente estaba de acuerdo con el principio que inspiró la disposición sobre 
el caso de Portugal. 

d) E n  materia de procedimiento, según Salcedo (z), los delitos de traición esta- 
ban sometidos a una situación totalmente excepcional, pues al amparo del derecho 
común, y por equiparaci8n a sus reglas sobre lesa Majestad, en tales casos se podia 
actuar ({sin estrépito ni forma judicial)). 

Su punto de vista resulta explicable sobre el alcance de las tesis entonces ad- 
mitidas sobre la aplicabilidad del derecho romano, aun cuando se trataba de una 
tesis a todas luces peligrosa, por la indefensión a que podia dar lugar su aplicación 
a rajatahla. En efecto, una excepciOn de esta indole estaba pensada, fundamental- 
mente, para las conspiraciones c intrigas, respecto de las cuales a veces podía ser 
necesario ponerles coto por vías expeditivas en defensa del Estado (y aun así re- 
quieren alguna garantía de la justicia de la sanción). 

El  contrabando y la falsificación podían dañar los intereses del príncipe, pero 
no llegaban a implicar una conspiración contra su trono, y la extensión a los mis- 
mos de tal  criterio de excepción procesal no parece tener un sólido fundamento 
ético. 

e) Las Partidas anuncian ya el sistema del procedimiento de oficio. Du Boys 
supone que para evitar compensaciones de la sanción penal, antes en vigor(3). 
Precisamente uno de los delitos así perseguidos lo es ((por sello del rey que alguno 
hubiese falseado o su moneda, o oro, o plata o algún metal)) (4). 

El paso al procedimiento penal de oficio está relacionado con el desarrollo de 
la autoridad del poder real, propio del absolutismo. De allí que, en este aspecto, 
constituya un precedente de una tendencia quc posteriormente se iba a ver paula- 
tinamente ampliada y desarrollada. Merece destacarse que, entre los casos en que 
ya inicialmente se someten a este procediniiento, figure la falsificación de moneda. 
Ello nos ilustra sobre la existencia de un interés directo de la Corona en el niante- 
nimiento de la misma, interks que se halla en la raíz misma de que se la amparara 
por medio del procedimiento de oficio. Posiblemente, en origen, este interbs sería 
el que llevaría la reforma procesal, mientras el poder adquirido por la Corona y las 
tendencias de los juristas no serían la causa directa de la medida, si bien influirían 
indirectamente por ser el elemento quc permitiría el desarrollo de las consecuencias 
de la verdadera causa que, en origen, seria el interés de la Corona por amparar 
sus regalías, en este caso la monetaria. 

(1) SALCEDO: Ob. cit., phg. 66. 
(2) SALCEDO: Ob. cit., phg. 213 
(3) Du BOYS: Ob. cit., p6g. 187. 
(4) Partida 111, titulo 3, ley 4. 
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f )  Todavía en la segunda mitad del siglo XVIII,  Asso y Rlanuel (l), recogiendo 
la doctrina de las Partidas (2), sustentaban que ((10s parieni~s y herederos del reo 
no deben participar en la pena, salvo en los delitos de lesa Majestad, por el cual 
la infamia pasa a los hijos)). E n  otras palabras, se admitía el principio de la perso- 
nificación de las responsabilidades, pero por influencia romana a través de las 
Partidas, se exceptuaban los casos más graves y juzgad& políticamente infla- 
mantes, cual eran los de lesa Majestad. Consecuentemente, en caso de adulteración 
monetaria, procedía aplicar dicha extensión de la pena, sin duda en si excesiva, por 
gravar a inocentes, aun cuando en algunos casos de complicidad familiar pudiera 
estar justificada en función, además, de dicha complicidad, no de la extensión 
improcedente de la infamia (3). 

7 .  LA S . ~ X C I O N  POR A S A L O G ~ A .  

u)  El dereclio penal monetario, como todo nuestro antiguo dereclio penal, 
habida cuenta de la forma como se fue elaborando el sistema de castigo de las in- 
fracciones, presenta lagur~as. Cno de los problemas a que éstas dieron lugar fue 
el del modo de sancionar en tales casos, o sea, lo que modernamente se denomina 
la analogia penal. 

En nuestro país, según Lardizábal (4), procedía penar según el espíritu de la ley 
y por vía de analogia. E n  apoyo de su tesis invocaba las Partidas ( 5 )  y, sobre todo, 
la Sueva l<ecopilación (6). 

E n  efecto, las Partidas admitían que ((se podria juzgar por otro caso semejante 
que se fallare escrito)). Y la RecopilaciOn admitía la sanción ((según exprcsibn li- 
teral o equivalencia de raztjn de las leyes penales)). Es decir, desde el punto de 
vista del dereclio positivo español, la procedencia dc. la sanción por analogia, o 
por el espíritu dc la ley, no ofrecía lugar a dudas. Con todo, cabe seiialar una dife- 
rencia tecnica entre la forma de la determinación de la figura sancionable en nues- 
tro antiguo dt1reclio y las modernas corrientes doctrinalcs dirigidas a restaurar 
esta forma de penar. RIodcrnamentc se toma como base determinativa la viilnera- 
ción del ((sano cspíritu popular)), mientras que nuestra legislación histórica se re- 
feria a la (lequivalencia de razón*. E n  el fondo no hay gran diferencia, ya  que la 
((sana conciencia popular)), puesta de relieve por Savingy como generadora de nor- 
mas jurídicas se halla, por tanto, a los efectos que aqui nos interesan, muy cerca 
de la equivalencia de razón. Aliora bien, la equivalencia de razón ofrece la ventaja 
de ser un concepto mas técnico y de establecer una relación más concreta con el 
texto legal positivo, con las consiguientes ventajas de una mayor precisión en la 

(1) Asso y MAVUEL: Ob. cit . ,  pág. 246. 
(2) Partida VII, titulo 31, ley 9. 
( Y )  Véaiise los artículos sobrc las Partidas que ptiblicarnos en X r ~ r s w a ,  núms. 12 y 13. 
(4 )  L A R D I Z ~ B A L :  Ob. cit., ph&. 78-82. 
(5) Partid;i Y 11, tílulo :I I, ley 56. 
(6) Nueva Rccopilarióri, libro VIII,  título 24, ley 13, cap. G. 



determinación de las figuras penales y, sobre todo, de una mayor fijeza en la san- 
ciGn que procede escoger. E n  este aspecto, pues, nuestro derecho constituye un 
precedente, e incluso un precedente ventajoso sobre las más modernas tenden- 
cias penales. 

Esta forma de pcnar fue censurada por e1 marqués de Beccaria y en general 
por las cscuelas que tienen su raíz cn la Ilustración, tachándola dc arbitraria y, 
por ende, peligrosa. Pero ya IAardizábal objetaba que no hay tal  arbitrariedad 
si una ley general determina por dónde ha  de caminar el juez. No sOlo esto cs 
cierto, sino que además la busqueda de un exceso dc garantías frente al poder 
público le desarma no sOlo frente al ciudadano honrado, sino también frente al 
delincuente, que ser5 precisamente quien tendera a biiscar subterfugios para bur- 
lar las leyes. Si el juez cstá ligado por una interpretación demasiado literal, la 
consecuencia sera qiie el ciudadano Iionrado, a fuerza dc gozar de garantias frente 
a los gobernantes, serh víctima de gobernados poco escrupulosos. Es  ilustrativo 
el caso del inglés casado Ires veces, al que no se aplicaron las leyes sobre bigamia 
porque se referían sólo a quien sc cssaro (10s veces. 

6 )  I<especto del sistema dc la gravedad de las penas, Xzevedo (1) sustentaha 
(carbitrabitur iudex Iiac poenam Falsitatis in riostra Icge c s  qualitate personarum, 
e t  dclicti, e t  rerum venditiiruni ponderiljiis iis c t  mensuris alsi e t  liec nostri text  
poena por tertia vice imponcnda ortum Iiabuit)). 

c) Delimitando el alcance clc las penas indelrrminudas, sustentaba Núiiez de 
Avcdaiío (2): ((Ite, eo quio a poeni legalibiis ... cessat iirdicis arbitrium.)) Ksto deli- 
mitaba considcrablemente el alcance de tales penas y, además de ser suscribible 
doctrinaltnente, constituía, asiinismo, la solución m i s  conforme con el derecho 
positivo, pues, desde el rriomcnto en que en el mismo se fijaba una sanción espe- 
cifica, el precepto sancionador vincula al juez, quien no puede ya fallar según su 
albedrío. 

E n  cuanto al carácter de la intervcncion del príncipe, el mismo autor afirmaba 
que (ccoram principe omnis poena est extraordinaria .... coram principe non est 
dare poenam ordinaria)) (3). 

d) E n  cuanto a1 sistema (le penar las r l i s i i n t r l s  formtrs de conlrabrrnrlo, Salcedo (4) 

analizó los castigos por el contrabando de caballos, armas y otros medios de defen- 
sa, añadiendo ((y bien podenlos valernos en este punto de  las disposiciones que man- 
dan no se saque de estos reinos plata ni oro, imponiendo pena de 13 vida a los tras- 
gresores)). 11 tal efecto se apoyaba en la Nueva Recopilacibn, libro 6, titulo 18, 
leyes 1, 10, 26 y 40, esto no obstante recordar quc en la cédula de 16 de marzo 
de 1628, capítulos 2 y Ti, se disponía que los contrabandistas y encubridores serian 
castigados con la p6rdida de los bienes, y sil persona quedaría a disposición del rey, 
mientras la cbdula de 22 de mayo de 16 15 condenaba a muerte al receptor de mer- 
cancías de Portugal, entonces sublevado contra Felipe 1V. Asimismo recordaba 

(1) AZEVEDO: Ob. cit., Comentario a la Nueva Recopilaciiin, libro V, titulo 13, ley 2. 
(2) NtiSrsz DI: Av&r).\So: Oh. cil., fol. 201. 
(3) NCXEZ De AVEDASO: Ob. cit., fol. 202. 
(1) SALCEDO: Ob. cit., pág. 63. 
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Salcedo que la pragmática de 31 de enero de 1650 establecía la pena de muerte 
y la pérdida de los bienes para el contrabandista y el tenedor del alijo, si bien 
esta disposición se refería a la introducción de mercancías de lujo. 

Obstírvese que estas disposiciones eran más sevcras qiie las reglas condenando 
a los falsarios, los cuales, en dereclio castellano, en materia ,de biencs sólo perdían 
la mitad de los mismos, mientras que aqui la condena cs a la perdida total, es decir, 
se aplica la misma pena que en el derccho romano para los falsarios que quizii 
fuera la aplicada dc licclio por los trihuriales realcs. 

Además, la doctrina de Salcedo implicaba un crilerio de aplicación extensiva 
de las penas, por vía de analogia (si bien era una analogía limitada a la aplicación 
de sanciones, no a la determinacitin (le las figuras de delito). Esta posicihn era pro- 
pia de una tendencia doctrinal desarrollada en la España de la Edad Jloderna, 
segiin indicamos en otro lugar. iZ la vcz que estaba bastante de acuerdo con dichas 
corrientes doctrinales, era una soliición ~ O C O  menos que insoslayable, habida cuen- 
ta, por una partc, de las lagunas de nuestro antiguo dereclio, por no gozar de la 
sistematizaci0n propia de u n  código (ya liemos seiíalado que en periodos de clabora- 
ción del contenido del sistema positivo tal codificacii,n es poco mcnos que iniposi- 
ble), qiie rcqiiería cubrir Iris lagunas por via de analogía. Esta neccsidad práctica 
era admitida con tanta más facilidad en el terreno doctrinal cuanto qiic nuestro 
país no militaba aún cn las doctrinas del marques de Beccaria. 

8. ~ \ c ~ . I ~ ' T - I )  DE LOS TR.iTAUISTAS. 

Kesulta frccireritc~ que los iiltimos títulos del libro Y de la Yueva Recopilación, 
es decir, los refcrcntcs a la moneda, fueron objeto de escasa atención por parte 
dc los antiguos cornentarist:is. 

.\si, JIalicnzo ( 1 )  110 glosa los títulos 20 y 2.3. Kcspccto del 21, se liinila a Iiacer 
una prqiieiia observación nrcrca de la lcy 1, y lince asirriismo alguna otra obser- 
vación sobrc cl tílulo 22. ,\lonso (le z\cevcdo (2) consigna unas pcquciias anota- 
cio~ics a los títulos 20 y 21 y se abstiene de Iiacer comentarios a los 22, 23 y 21, 
ctcCtera, elc. 

l'osible~ilente seguian diclia orientación por considerar los temas consignados 
en esta parle ílcl libro Y como materias de orden interior administrativo de la Co- 
rona, m i s  que propias de los problemas que afectan directamente al jurista. Pero, 
un realidad, eslos titulos contenían reglas que podían repercutir directamente 
sobre la acción de los tribunales: sanción de falsarios, fijación del valor de an- 
tiguas monedas, etc. 

Tambi6n Pérez de Salamanca se caracteriza por la escasez de sus glosas sobre 
las disposiciones referentes a materias monetarias. A titulo de curiosidad, indica- 

(1) JUAN ~IATIENZO:  Comnientaria ... in librum puinluni recolleclionis Iegum Hispaniae, hIantua, 1597. 
G10bil U 10s ~ ~ L u ~ o s  20 a 23. 

(2) Azsreno: Oh. cil., glosa al libro Y, titulos 20-24 de la Nueva Recopilaci6n. 



remos que cuando hace alguna glosa, se suele limitar a hacer alguna observación de 
carácter histórico, del calibre de ésta: ((Thares, pater Abrae fuit primus qui fabri- 
cauit maneta.)) (1). 

a)  Baccaria censuró la incitación oficial a la denuncia, prefiriendo verla sus- 
tituida por previsiones legales (2). Ello puede ser cierto, en si, por la malicia que 
frecuentemente acompaíía a la denuncia.  Empero, no es una tesis suscribible, pues 
por muy deseable que pudiera ser prescindir de la misma, este deseo no es siempre 
viable. Una vez más se aprecia en Beccaria el defecto general de enfoque desu 
doctrina, dirigida a velar más por el delincuente que por el orden, es decir, por 
las víctimas del delincuente. Este defecto es, a su vez, corolario de un acusado 
temor al poder público propio de la Ilustración, que encierra un verdadero edípico 
temor a toda autoridad superior. E s  en el fondo una faceta de la concepción del 
Estado como mal necesario, que olvida que si es necesario es porque proporciona 
bienes o nos libra de males, en cuyo caso difícilmente podemos considerar que sea 
un mal (3). 

Lardizábal (4), refiriéndose precisamente al titulo de la Nueva Recopilación 
que regula la fabricacihn de moneda y en donde liay una disposiciGn dirigida a 
facilitar la denuncia (5), apunta una razón adicionable a las que nosotros hemos 
señalado (6) en materia de conveniencia de que el Estado facilite las delaciones. 
Dice, con toda razón, que asi se ponen obstáculos a las tendencias a coaligarse 
((evitando uniones peligrosas,) y las leyes deben evitar tales uniones. h'o le faltaba 
razón a nuestro penalista al apuntarlo. Es  decir, el fomento de la delaciGn facilita 
la aplicación del divide para vencer, esta vez a fin de facilitar el imperio de la ley. 

b )  Comentando la ley 1 del titulo 18, libro 'C' de la h-iieva Recopilación, hla- 
tienzo (7) observaba: ({Questio est non parum controversia nunquid lex ciuilis, 
Imperator ve1 Princeps secularis possit iuramenti uinculum ann;llare, remittere 
ve1 iuramentu prohibere a u t  illud interpretari., 

Efectivamente se trataba de una cuestión dificil, pues el jrrramenio, por lo que 
tiene de vinculo religioso, pertenecía a la esfera de la jurisdicción eclesiástica. 
Pero en realidad un juramento puede implicar un acto coniplejo, que bajo la ex- 

(1) Pknr.;z DE SALA~IASCA: Oh. cit., glosa al Ordenamiento de hlontalvo, libro IV, titulo 5, ley 1. 
(2) Xla~~rrEs DE BECCARIA: De los delitos y las penas, 5 24. 
(3) Tras las actitudes sicolOgicas de esla indole suele haber uii sentimieiito edipico proyectado sobre 

los detentadores (le1 poder público. I>e ahl la poca accesibilidad a razonamientos de parte de los postuladores 
de tesis de tal naturaleza. Dicho defecto esth en la raiz en que se vea en el Estado, es decir, en el dctentador 
del poder público un mal necesario, o sea que sGlo se discrepe respecto del aiiarquismo en atención 
al grado de la idea dc necesidad (le dicho presurito mal. 

(4) L a n n r z b ~ n ~ :  Oh. cit., phg. 130-131. 
(5) Nueva Recopilación, libro Y. titulo 21, ley 21. 
(0) Véase LLUIS: Lu amoneda<iiún periinsular ..., tomo 1, comentario al titulo 21 del libro V de la Nueva 

Recopilaci6n. 
(7) ~IATIENZO:  Oh. cit.. fol. 444. 
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presión formal de invocación y vínculo de carácter religioso, puede tener un ob- 
jeto más o menos contractual o temporal, según los casos. Y este objeto podia 
pertenecer al campo de la jurisdicción del principe. 

Por tanto, el príncipe sólo podia gozar de una autoridad de dispensa y regula- 
ción limitada. Es decir, caía en su campo de atribuciones la cuestión de la exi- 
gibilidad del cumplimiento en la esfera temporal, y en éste podia dispensar de una 
obligación. Es decir, en lo que podía haber de vínculo contractual temporal, se 
entraba en la esfera de competencia de la Corona. Ésta, en la medida en que era 
beneficiaria de un juramento, podía asimismo dispensar, en el mismo grado en que 
cualquier beneficiario de un derecho puede renunciar al mismo. 

Asimismo observaba hlatienzo acertadamente (1) al comentar esta disposición, 
que el requisito del juramento y el de los fiadores se establecía (cad securitatem 
oerum cum quibus contraxerints. 

Más adelante podrenlos apreciar concretamente cómo se aplicaba esta doc- 
trina en la legislación monetaria. 

c) Señalaba Lardizábal (2) que la pena de extrañamiento del Reino es ccun dere- 
clio inmanente de la Majestad y una de las principales prerrogativas del soberanos. 
Más restrictivo era su punto de vista en materia de confinamiento, que conside- 
raba como frecuentemente injusto, por cambiar el peligro de un lugar a otro, y s6lo 
lo admitía para los delitos compatibles con la hombría de bien (resultados de in- 
trigas poIiticas, etc.). 

Era un punto de vista muy bien enfocado en lineas generales. En cuanto al 
confinamiento, las salvedades éticas que hacía respondian a un evidente criterio 
de equidad (no de limitación de las facultades del ente gobernante). Se podría, eso 
sí, haber formulado con más precisión la razón de dicha limitación, seiialando que 
el confinamiento no es aconsejable en caso de que vaya a perjudicar a los habitan- 
tes del lugar, como consecuencia, precisamente, del daño que se les podría inferir. 

En  cuanto al derecho de extrañar, es propio objetivamente de toda comunidad 
soberana (y, por tanto, subjetivamente del que detenta la soberania de la misma). 
En efecto, ninguna comunidad está obligada a admitir en su seno a los elementos 
perturbadores, tanto por no existir obligación de admitirlos, como por que la aso- 
ciacihn humana se dirige al logro del bien común y, por tanto, cabe repudiar a quien 
atenta contra los fines mismos, contra la razón de ser y existir de la agrupación. 
Consecuencia de esta facultad de repudio lo es la de extraiiar (3). 

Obsérvese que ello tenia considerable importancia entonces, pues aun cuando 
Lardizábal no lo apunte, constituye uno de los fundamentos de la Inquisición, 
como pena por haberse negado a admitir el extraíiamiento impuesto a los herejes 
que, sin duda, co~istituian entonces un elemento perturbador de la vida del Es- 
tado (4). 

(1) MATIENZO: Ob. cif., fol. 445. 
(2) LARDIZ~BAL: Ob. cit., pág. 219-220. 
(3) Véase LLUIS: Las limitaciones al trabajo de exlranjeros en España, en #Revista General de Legisla- 

ción y Jurisprudencinn, 1958, pQg. 10 y sig. 
(4) VCase JAIME L ~ u r s  y CONSLTELO GUERRA: Problemas de nuestra citiilizacion. Barcelona, 1960, 

phginas 5-8. 



d )  Comentando la ley 2 del título 13, libro Y de la Nueva Recopilación, en la 
cual se disponía que la segunda reincidencia se penara con las sanciones previstas 
para los falsarios, Rlatienzo (1) sustentaba ((sed Iianc falsi poenam incurrat, qui 
tertio falsi ponderil~us ve1 mensiiri vti probabitur, si pro primis no fuerit punitus: 
crederem his esse piiniendiim anteqiiam Iianc tcrtiam incurrat poenam, u t  probaui 
siipra Iioc eodcni.. .o. 

El castigo de la reincidcncia plantea el problerna de si su rnalicia se halla im- 
plícita en la mera repetición del acto, o cn la mayor malignidad que supone la ine- 
ficacia correctiva de las anteriores sanciones. I<n realidad Iiay iina gradación de 
gravedad, por cuanto la mera rcpeticibn de una infraccibn implica de suyo una ma- 
yor malicia, propia de la contumacia. Pero la reproducciOn de un delito que ya fue 
sancionado, encierra una gravedad mayor, por suponcr el fracaso del propósito 
correctivo de la pena anteriormente impuesta. 

Lo cierto es que la distinción dc gravedades acabada de apuntar no ha sido 
debidamente perfilada ni en la legislacibn Iiistórica ni en la actual. 

Y. LAS Rfi~.;COPlL.\CIONES DE LEYES 

a) La ordenación de la legislación castellana en la epoca que nos ocupa, gira 
fundamentalmente en torrio a dos grnrdes  r.oc.»pil«ciones de leyes, la Kueurt Ii'ecopi- 
lacióri de  la Casa de Austria y la Sor~i.simn de los Borbones. 

Ahora I~ien, estas recopi la~ion~s,  por serlo, conservaban íntegros los textos 
legales que recogían (a diferencia de los (:Qdiqos, ~ I I C  los refiiridcn orgánicarilente). 
Por tanto, dentro dc este periodo rigicroii tanibién disposiciones procedentes del 
medievo. ilsimismo Iienios de tener en cuenta que Iiasta la publicación de la Nueva 
Recopilación por Felipe 11, se aplicaba otra conocida por Ordenamiento dc Rlol- 
talvo, y procedente del reinado de los Kcyes Católicos. 

E n  el siglo ?(VI11 continuó rigiendo la Nueva Ilccopilacibn, pues la Novisima 
fue promulgada bajo Carlos IV, en 1805, es decir, ya en e1 siglo S I X ,  en las vísperas 
de la invasióii francesa. A su vez, en pleno siglo S l X ,  el Código I'enal sustituyó a 
la Novísirna RecopilaciGn en lo que se refiere a los delitos monetarios. Pero esto es 
cuestibn que habrá de ser tratada en otro estudio. 

Como ya tendremos ocasión de apreciar, hubo disposiciones que fueron reco- 
gidas en varias de las compilaciones castellanas, es decir, el periodo de vigencia 
de dichas normas fue considerablemente superior al de las ordenaciones en que se 

(1) MATIENZO: Ob. cit., fol. 408. 



vieron recogidas. En otras palabras, a todos los efectos y no obstante su intima 
intercompenetración, liemos de distinguir siempre entre la fuente continente y la 
contenida, entre lo que podriamos denominar la norma directa y el cuerpo general 
al que se destinaba para su mejor conocimiento. 

b )  La gran variedad de leyes vigentes hacía dificil corzocer a veces la norma 
que, en corzcreio, se dchirc clplicar. Ésta fue una de las causas de que se sintiera la 
necesidad de formar las recopilaciones. E s  curioso sobre este particular el para- 
lelismo del leno'meno en crrcstitjn en Cnstilla y crz Catnlrliia, según seííala Galo Sán- 
eliez (1). E n  efecto, en ambos lerritorios se conocieron tres recopilaciones. Cna pu- 
blicada bajo los Reyes Católicos, la segunda en ticmpos de Felipe 11, y finalmente, 
se Iiicieron sendas terceras recopilaciones en tiempos borbónicos, si bien en este 
punto el paralelismo ya es menor, pues la catalana corresponde al reinado de Fe- 
lipe \- y la castellana al de Carlos 1V. Este paralelismo se explica por el transcurso 
del tiempo, pues durante el paso del mismo iban apareciendo nuevas disposiciones 
y se precisaba incluirlas en los grandes cuerpos legales, a fin de ponerlos al clía. 
Otro factor es de indolc personal. Se trata del iriipulso ordenador de ciertos monar- 
cas, y consiguientemente de sus servidores. De este impulso se beneficiaron por 
igual Cataluíia y Castilla, es decir, el paralelismo no es casual, responde a causas 
comunes derivadas de la alta unión política. Sobre este particular debemos seiíalar 
que, asimismo, una de las recopilaciones portuguesas procede del reinado de Feli- 
pe 11. E s  de advertir también que en Savarra  y en los restantes estados de la Coro- 
na de Aragón, este paralelismo no se registra en igual grado, sin duda por la in- 
tcr\,cncibn de factores locales, que liicieron que las recopilaciones siguieran otros 
derroteros, que liemos tenido ocasión de estudiar (21, y su consecuencia fue que 
la necesidad o posibilidad tinas veces, el impulso otras, no coincidieran con las de 
Cataluiia y Castilla. E1 caso de la dinastía horbónica, donde el paralelismo es más 
relativo, se explica por cl temor de los catalanes a que el rey francés anulara sus 
Fueros (lo que ciectivamentc terminó por hacer); de ahí el interés de una nueva re- 
copilacicin para fijarlos con la mayor perfección posible. 

c) Alerccc dcstacarse que todas las recopilaciones, tanto las quc llegaron a 
buen lin como los proyectos que no se plasmaron en un resultado efectivo, sc 
rricomeritlnra rctrliz«rl(ts u trciiadistcrs cleslacritlos en el análisis de nuestras fuentes 
jurídicas, aun cuando no intervinieron todos ellos, asi por ejemplo Antonio Ja- 
vier I'Crcz y López, autor de un tratado de las normas no recopiladas (3). 

El encargo a especialistas tiene la scncillisima csplicación de que las cosas han 
de realizarlas los que las entienden. Aliora bien, ello es un indicio de una preocupa- 
ción, de parte del poder publico, por liacer las cosas con eficiencia. Por tanto, 
muclios de los defectos de las recopilaciones liemos de acliacarlos más a la difi- 
cultad dc la labor que a otra causa, problema que siguen planteando las modernas 
recopilaciones y que, en todo caso, no debe hacernos olvidar la utilidad y parte 
positiva de tales cuerpos de leyes. 

(1) GALO SANCHEZ: Ob. cit., p6g. 206. 
(2) Y6lise la nota primera de  este articulo. 
(3) \'Case G A R C ~ A  GALLO: 011. cit., phg. 358. 



Al mismo tiempo, podemos apreciar que, sea como comisionados de la labor 
recopiladora oficial, sea como recopiladores privados, de hecho, los juristas adqui- 
rieron, por esta vía, una fuerza social de evidente repercusión en la vida jurídica, 
puesto que, sin ser legisladores por dereclio propio, es decir, sin detendar el poder 
soberano, como auxiliares del poder público, de heclio fueron unos canalizadores de 
la eficiencia de las leyes; es decir, de la voluntad de tal  poder. 

d )  E n  el paso de la Edad Moderna a la Contemporánea, el problema de la 
codificación del D ~ r r c h o  no se planteó en el estricto plano de la ordenación de las 
normas jurídicas. E1 propio ((ciudadano)) Pllartinez Marina, al abogar por los Có- 
digos, sustentaba que de todos ellos, desde cl danés de 1683 hasta el de 
Il'apoleón, este último ((a mi juicio aventaja a todos)) (1). Y más tarde aíiadia que 
el sistema de las Recopilaciones, desde 310ntal\~o hasta Reguera, procede ((de la 
decadencia de los estudios de los dereclios)) (y todos sabemos lo que un adicto a 
la Ilustración entendía por falta de estudio y cultura). Y, por si fuera poco, atri- 
buía las Kecopilacioncs al ccodio injustamente concebido contra las novedades)) (2). 

Es  decir, nuestro ilustrado canónigo no se limitaba a abogar por la codificación 
del derecho establecido. E n  realidad, al propugnar por la misma, lo que deseaba 
era la introducción de los principios de la reroluciOn gala, contrarios a nuestra 
concepción del Derecho. Hemos de seíialar que pcrsonalmente somos partidarios 
de las codificaciones (aun cuando con carhcter complenientario, no contrapuesto 
a las recopilaciones), pero la critica de las ventajas o inconvenientes de diclios sis- 
temas de ordenar las leyes, debe centrarse en el terreno de la sistemática formal 
de estas, no en el de su contenitlo, quc puede ser vario y bcneliciarse por igual de 
una buena ordenación de las mismas. 

Desde este punto de vista, la posiciOn de 3Iartinez Jlarina era totalmente la- 
mentable, y lo único que podía hacer era introducir confusionismo en el plantea- 
miento de las ideas, al mezclar problemas de fondo y de forma que precisamente 
lo que necesitan es una clara diiercnciacibn. Es mis,  dada la actitud de dicho 
«ciudadario)), liemos de sosperliar qiie, tras la critica de la Recopilación, lo que 
verdaderamente latía era una afioranza de ((noved:itleso cuyos inconvcnientes para 
el país estaban llamados a rrsultar pronto evidentes. 

a) Por lo mismo que se dirigian a recoger todo el derecho vigente, las Recopr- 
laciones encerraban elementos de diversa indole y esto nos facilita cl conocimiento 
del panorama general de la legislacitjn monetaria: en las mismas figuran disposi- 
ciones reales, acuerdos de las Cortes, etc., si bien con lamentables lagunas. La for- 
ma  de recoger estos textos fue variable (a veces se siguieron criterios cronológicos, 
otras sistemáticos y otras mixtos). Las que aquí nos interesan seguian un criterio 

(1) MART~NEZ MARINA: Juicio critico ..., phg. 28. 
(2 )  MART~NEZ MARINA: Ob. cit., phg. 31. 
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sistemiitico cn la divisibn dc libros y títulos, si bien en cl seno dc los rnisiiios teii- 
dían a la ordcnacibn cronologica. 

X partir del siglo XY11, de conformidad con las tcnclcnci:is absolutisl:is, dis- 
minuye gradiialinente la actividad de las Cortes y sr  :iuriieiita el ~iiiiiiero tle las 
disposirioiirs tlth los (:onsejos, particularrilente del de Castilla,,para dictar. col1 apro- 
bación real, clisposiciones con valor de ley. So11 los l lan~ados autos acordados, que 
e11 las úllimas cdiciones dc la N~ieva  I<ccopilacion figuran al Iinal de la iiiism:i. 
Entre estos Iiay vari:is disposiciontls (le carácter monetario. 

b )  1Jn cuanlo al cimbiio i~rrilori(11 ( I P  $11 ~ ' o n t ~ n i f l ~ ,  las I<ccopilacioncs cliic nos 
interesan se dirigiari a co~itcncr el dercclio castellano, pero a veces encerraban tlis- 
posiciones gencr:ilcs sobre Espaiia ( 1 ) .  Sobrc~ csle asptlcto, la Novisima utiliza ya la 
esprcsióri srt1copilaci0n de las lcyrs tlc I<spai~ao, rnicritras la Niicva aliidia lan scilo 
a las de (:astilla. 

Esta tendencia cs Sriilo de varios factores, todos ellos, a su vez, derivacibn de 
la teridriicia a estal)leccr 1111 tlercclio general jii~ilo a los territoriales, tendencia 
qiic csplicamos en otra parte (Ic <\ste tra1)ajo. 

En  ciianto :i la csplicaciOn dc mtc fcrib~ircno, podeinos seíialar como causas 
dcl inismo, cln primer lugar, la falta de una coriipilacicín tlcl dcrt~clio tlt\ nplicacióri 
gericnil, lo cii:tl liacía que', conlo qiiirra quc ~iqi~cl las  elisposic-ioncs se apliral~ari 
1anil)iéri t.ri (;aslilla. los jiirislas dt3 ariiiella Corona Ieridicrari (co~i rriás o iricrios 
rigor técnico, según los c:isos) a incluir en su recopilación las nornias de aplica- 
cion gcncral en atericibri :i que tairi1)iéii regian en (:astilla. I'ritio esistir una ten- 
dencia n 1;i eslensií)~i tlcl tlercclio castellaiio, pero es iina cueslió~i sobre la qiie cs 
tiecc>s:irio ser cauto y preciso tsii cuanto al alcance en el tiempo, intensidatl. graclo, 
etc.i.lcra, tlc sii dclcrmiriacií)n, dado qiir a veces sc Iian csp~icsto,  por razones po- 
líticas, tcsis que no coinciden con la realidad. En la medida que piitlo existir 
un:) tcntlencia de esia iiidolc, pesaría taiill)ién sobre* la inclusicín en las reco~ilacio- 
rics c:istellaiias (le rc3gl;is (le :ilc:ince general. Olro S:ictor q u e  1)~1(1o lwsar, asiii~isriio, 
seria la mala dt~l~~r1iiiriaci01i del anil~ilo territorial de alg~inas noririas, lo cliie IIe- 
varía al rccopilador de la lcgislacióri castcllana a incliiirlas en sii orderiarnicnto 
clri la suposicii)~~ dt. que correspondía encuadrarlas en el mismo. 

1 lciiios de señalar, asimisiiio, que, ri partir (le los I3orboncs del siglo SVIII ,  este 
panorania siifrií, una variacii)ti considerable al acusarse una fortísima tcndcncia 
a estender el1 dcrcclio castellano, cn furicibxi de  un propósito de unificacici~i jiiri- 
dica. Estc desarrollo de la unidad de leyes Iiabía dc pesar en una tcndcncia a la 
gentlralización de la I<ccopilacion, y así como la Xueva lo era de Castilla, la Noví- 
sinia, eri cambio, se titula ((de las leyes de I<spaiia#. El  tkrmino, por otra parte, re- 
sultaba inexacto, por cuanto no abarcaba los dereclios forales. 

c) Las disposiciones recopiladas prorc(ien frrndnmcntalmente de In Baja Ke- 
conquislu. 11 este grupo inicial se irian incorporando en las sucesivas ediciones y 
recopilaciones las normas promulgatias en la Edad Llloderna. 

(1) GALO SANCHEZ: Oh. cit., pág. 214. 



La preponderancia de textos de la Baja Reconquista sobre normas dc la Alta 
se explica por varias razones. En parte porque la actividad legislativa fue mayor 
a medida que se iban desarrollando las funciones y poderes del Estado, E s  decir, 
porque el drreclio escrito y real iba desyilazando al local y, en parte, consiietudi- 
nario. Esta ciicstión esta en intima rclación con las corrientes genernles dcl dereclio, 
relacionadas, a su vez, tanto con la evolución política de las funciones de la Corona 
y con el avance de la ci\-ilización, que exigía el desarrollo de normas tecnicamente 
más elaboradas. Este problema lo estudiamos eri otra parte. 

I:n segiindo lugar, el dereclio antiguo estaba, en parte cuando menos, recogido 
en cuerpos cuya vigencia se respetaba (las Partidas, etc.) y que al misrno tiempo 
eran lo bastante amplios para que no se creyera necesario recopilarlos, al rcvés de 
lo que sucedia con las peqiieiias ordenanzas dispersas. 

Xsiriiismo Iieriios de seiialar que milehas de las primitivas disposiciones fiieron 
verbales o estal)aii en escritos perdidos y que liabian sido víctimas, no ya del dcs- 
uso, sino del olvido, lo cual inoti~-8 que no se recogieran. 

I,o acabado de seiialar afecta directamente al dercclio monetario, segiin tcndrc- 
mos ocasicíri clc apreciar al analizarlo directamente. Con todo, dada la época dc apa- 
rición dc la moncda, las disposiciones posiblemente perdidas son, cvidcnteinente, 
nienos que si en la ,\lta I3econquista se liuliiera acuiiado y, por tanto, legislado so- 
l)re la materia. 

(1) Se Iia ol)ser\~ado repí~tidamcnte que los textos legales recogidos en las reco- 
pilacioncs a veces sufrieron nllcrnc.iones. Sr trata, sin duda, dc errores t6cnicos del 
ordenador, que pueden tcner varias raíces, dcsclc erratas del copista y dt.1 impresor, 
liasta la rnala seleccicin del cje~nplar en que se inspiraron. E n  iiltimo tcrrnino, era 
una secuela del mal que se proponían rcinediar. E n  cfccto, lo coní'~iso cle las normas 
no recopiladas liaría a veces dificil el conocimiento exaclo de los textos qiie se 
quería reunir; a sil vez, diclia dificiiltad era la que Iiacia sentir la necesidad de tal 
concentraciGn (1).  

Lo acabado de indicar plantea el problema de cuál era el derecho aplicado, 
si el del texto originario o el (le la recopilación. E1 análisis de esta cuesli0n requeri- 
ría iin esamen de los rollos de los procesos, que rebasa el propósito de este trabajo. 
Con todo, no calle olvidar la existencia de dicho problema. 

(1)  S u  génrsis.-Corno siempre que se desarrolla un conjunto de leyes y dis- 
posiciones, la precisión de s u  fácil conocimiento y localización hizo sentir la nece- 
sidad de compilar las leycs dispersas (2). 

Izsta necesidad se sinti0 ya en la lJaja Edad Jledia, lo cual se explica por los 

(1) Rii úllimo tCrmiri«, rios hallamos ante una de las manilestacioiics del ~)roblema de 1:)s liniitarioiies 
del ser Iiumaiio. VCnse l l r n ~ ~ :  Oh. cit . ,  1)ig. 4 y sig. 

(2) VBase la nota primera de este arti<:ulo. 



motivos que analizamos al t ra tar  del contenido de las recopilaciones castellanas. 
Conseciieiicia de este deseo fueron las peticiones de las Cortes en tiempos de .Juan 11 
y Enrique IV. Estos propósitos fueron infructuosos Iiasta que los Rcycs Católicos 
cncomeridaron al doctor Xlonso Lliaz de 3lontalvo dar cima a tal cometido. Jlon- 
talvo era uno de los jurisconsultos castellanos rriás destacados de  sil tiempo, y 
había dcsemperiado importantes cargos bajo los últimos l'raslamaras. E1 nuevo 
ttncargo respondia, por tanto, al impulso reordenador del país, característico del 
reinado de los Iieycs (:atólicos. Es, pues, tina faceta de una tendencia nias 
general. De la misnia que llevó a ordenar el derecho catalitn (de alii el 
paralclismo entre las recopilaciones catalanas y castellanas que señalamos cri olro 
epígrafe), y quc tamhien indiijo a reordcnar la acuíiación monetaria (1). E n  ciianto 
a la persona escogida para rcbalizar la recopilaciOn castellana, parece liaher sido 
designado con todo acierto. Considerando que JIonlalvo liabia deslacado como 
jurista y además Iiabia ejercido cargos públicos cn uno de los periodos en que 
liabian aparecido gran númrro de las medidas llamadas a ser recopiladas, la elección 
rcsullahu hien orientada. (:onsccucncia de diclio acierto fue que la tarea enco- 
mendada se llevara a término, propósito que no se Iiabia conseg~iido en los reinados 
anteriorcs. 

Ida obra de Jloritalvo recibi0 olicialmerilc la denomi~iacici~i de Ordenanzas Res- 
Irs de (:astilla, pero en la práctica es conocida con el nomhrc tlc sil elabora(lor, 
Ordriiariiii~~ito iie llontalvo. 

h )  C i r t i c l e r  le!gcil rlrl Or(1t~11(imirnfo.-I)iscuten los eruditos si el Ordcrianiiento 
tcriía caráclcr olicinl o tlt* obra privada. Parece fuera de duda que se elaboró por 
ortlcri de los monarcas, aun cuando Pstos no llegaron a sancionarla (2) .  Quizá lo 
iiii~s i~sac to  fuera ronsidcrarla obra privada (al no estar sariciorintla) eln1)orada 
por inicialiva oficial. Esto por lo que se refiere al ordenan~iento p r o p i a n ~ ~ n l e  dicho. 
Snlilralriit~nte, las tlisposiciones que recogía trniari carácter oficial, puesto que con 
41 ri:icicron cii sil día. 1:s clc advertir, respecto de la fuerza de obligar, que las re- 
~op i l ac io r i~s  oliri:iles tiriieri tina fuerza dirccta o jurídica de primer grado, por 
ciiniilo su niisino carácter oficial, es decir, su emanación tlcl poder piiblico, las dota 
tfe Siierza vinculante. ].as 1)riv:idas no pucdcn poseer diclio carácter directaniente 
vinciilantcx por lo ~ i i i s n ~ o  qiic 110 eiiianan del poder piiblico (F si éste las reconoce, 
entonces lian pasado a ser oliciales). Pero pueden tener tina fuerza social o jiirí- 
dic:i de st'giindo grado, por dar  a conocer las disposiciones que encierran, las cuales 
sí que tienen fuerza vi~iculante, y al darlas a conocer, de liecho tiene efectos norma- 
tivos, tanto más ciianto qiic una disposición para cumplirla ha de ser conocida, 
ciiaiido menos por qiiienes lian de vclar por su aplicación y, por tanto, las recopi- 
laciones privadas contribuyen a la aplicación de las leyes que encierran, al evitar 
de Iieclio su caída en desiiso. 

c) Sislcmatizrrció~~.-E1 Ordenamiento agrupa las disposiciones en titulos y 
éstas en libros, siguiendo un procedimiento clásico (3). El número de libros fue de 

(1) L~urs:  Las cucstio~irs legales ..., tomo 1, p6g. 45 y sig. 
(2) GALO S~NCHEZ:  Oh. cit., pBg. 215. 
(3) Ybase la primera nota de este articulo. 



oclio. tratando rcspectiiainente t.1 primero de la legislación religiosa; el segundo 
se refiere al dercclio público; el tercero, del proccdimienlo; el cuarto, de las clast~s 
sociales: cl quinto trata del drreclio civil; el sexto, de la hacienda; el septimo, del 
clcreclio ~ni~nic ipal ,  y finalnieritc~, el octavo trata del derclclio jierial. 1% dccir, sigue 
unas teridcncia, cn líneas gc-neralcs Srecueritcs en las recopilaciones castellanas, 
consistentes en tratar, ante todo, del drreclii> religioso y politico y cn reservar el 
dercclio penal 1iar:i la última parlc. Esta estructiira tenía unti sólida liase lógica, o 
si sc prcficrc ohctlccía 3 iiria clara jcr:irquiz:iciti~i norrn:itiv:i e incluso asiológica. 
En efccto, ante todo Iiace rcfc.rencia a las cosas tlc Dios - scg~iitlanierile al I<statlo, 
cs decir, a las dos fiicntes tlcl poder y de las rioriilas jiiritlicas, la d i ~ i ~ i a  y In suprema, 
- scguidariierite al 1ri;:is alto potlrr politico e11 esta tierra; luego trata cle la situación 
legal clc los súbditos y, finrilrncnte, del amparo penal dc las prcscripcioiirs Icgales. 

(1) 1)~fccto.s.-El Ordenaniicrilo tirnc la \rc~itnja y nierito de 1i:ilwr rccogitlo la 
Icgislación castellana. I'cro no se li1)r.Ó tlc ciertos irnportariles tlcfectos: conirti0 
errores so1)i.e la vigtbiicia de. :ilgiinas le?.cs, recogicritlo :ilgi~nas dcrogat1:is y olvi- 
tlando otras en vigor. La iinid:itl tlc las misrri:is no Siie sierii[)rc bien adccri:idn a la 
sislcni:itización tlcl ciicrpo 1cg:il; :1 veccs estracli,, c1cforrriliridol:is. algiinas tlisposi- 
cioncs ( 1 ) .  lislos tlcfeclos derival~an de 1:i clilicultad inisin:i t l i b  conoccr torlas las 
rioi-riias :irilcs tlispcrsas, así corno tlcl proptisito tlc respetar la cstriicliira originaria, 
no siemprc coiicorclt. con la propia tlel orclt~ri:i~iii~riLc). 1)c cllo dcrivaria rriMs tartlc el 
prol)lc~n:i clc siistitiiir 1:is rc~~opilaciori~s por códigos organices. Pero esla ciic.stiún 
es m i s  propi:i tlc ser tratatia al referirnos a Ir i  Sovisiriia I<ecol)il:ici0n, en ciiya 6l)oc:i 
sc planlc0 la cuestión. a21ior:i 1)ieii. C O I I  totlos siis tiefeclos, en parle inevilaI)lcs, 
pero siemprc re t l i~cibl~s  (conio todos los casos rii qiic* 1:i pc.rfe~ccitin n o  es prhctic:i- 
~iientc Iograhlc por los liiiiiianos), el ortlt~n;-irnierito reprcserital):~ iin consit1cr:ilile 
avance en el conocimiento tlc las Icbyes c irnplicaha la incrilorin siipcr:iciOn tlc 
miiclias dilicultadcs técnic:is (le claboracibn. 

11) C;(~~~f~i.s.-I~os defcclos que liemos sciialado en cl Ortlcrinniiento de >Ion- 
talro Iiicieron que, tanto la Corona como las Cortes, sintieran la rieccsiclad cle un 
texto niás perfecto. IAa coincidencia en este punto entre las :ispiraciones tlel poder 
estatal y la representación popular tiene lina fácil explicacitiii, por cuanto ambas 
partes tenian el misrno interés en el hucn conociniiento de las normas aplicables; 
las autoridades, porque a tal efecto las dictan y liar1 de desear normalmente el des- 
arrollo de cuantas mtdidas faciliten la e f e c t i ~ a  aplicacibn de las disposiciones 
que han promiilgado, y los suhditos están, a su vez, interesados en dicha cucsti0n 
por lo mismo que han respetado las leyes, y al verse sometidos a ellas, el deseo de 

(1) GALO SANCHEZ: Ob. cil., phg. 216. 

28 - 



seguridatl jurídica (1) les lia de llevar a aspirar a la esacta fijacicín de los textos apli- 
cables. 

C:onsccuencia de la aspiración indicada fue que en los últimos ticrnpos del pe- 
riodo de los Iteyes (:atólieos. y en los rcinados de Carlos 1 y de Felipe 11, los pri- 
meros intentos no dieron resiillaclo satisfactorio, sin duda por la interrc~ir.itin clc 
factores qiic liemos tenido ocasión de :ipiintar en otros casos (2): difiriilt:icles de 
efectuar la recopilacibii de textos dispersos y de fijar los derogados, lo qric. csigc 
tiempo, adiscroriía)) critre cl cnipiijc tlc los jiiristas c~iic:irgados de efectuar 13 lahor 
y la preocupación del poder píil,lico por requerirla, etc. I:inalmentc, bajo 17clipc 11 
coincidieron las corrientes dirigidas al logro de la llecopilacibn, la cual fue ultimada 
y revisada por el liccriciatlo .\ tieriza, promulgándola Felipe 11 y pul)lic;:iridose 
t-11 15fi7. 

b )  Carrirler IrL~crl.-l~c1ipe 11 dispuso que las leycs qiic no se Iiallaran insertas 
en In Nueva I{ccopilacicíri carccicr:tn (le fiicrza dc. obligar, pcro sul~sisticrido el 
ortlrn tlc prclacitin lijado cri las Ieycs de Toro, quc a su vez reprodiician lo dispucslo 
tBii cl Ordcnaniicrito tlc .+ilcalA, dc Aloriso 01iceno (o sea qiic, t ras la liccopilación, 
rcgian los fueros niunicipalcs y el Fiicro Real, en cuanto eran ohscrvados, y cn 
Ultimo terriiino las Partidas). 

Lo intlicado permite apreci:ir que la Nucva 13ccopilacióri adcluiri8 carricter oli- 
cial sin lugar a diidas, cs (Iccir. que o1)lig:iha por sí riiisma. 1.a incliisíóri o cxclusi8ri 
de las orde~ianzas rc)alt*s en la 13rcopilación implicaba, tehricariiente ti1 rncnos, 
13 clerogacióii (le las cscluidas y la revigorizacion de las inclilid:ts. .ilioru bicri, 
parere qiic cn 1:i practica no siictviió sicrripre así y que la obstn-ancia de la liccopi- 
lación no fiic perfecta, sin duda por cl peso de otros factores, apoyados por algunas 
deficicricias qiie siibsistian eri cl r i i i t ~ o  tes to  legal. es decir, porque desde iin plinto 
tlc vista sociolOgico, jurito a 1:i fuerza de la recopilación, iiicrza derivada de su san- 
ción lcgal - cle sil iiti1id:itl coiiio ordenamiento dc tcstos juridicos, aparecían otras 
fiierzas (tcndencias de los juristas, ctc.) y el dercclio aplicado seria, cri cierto modo, 
la resiiltante de diclios factores. Con lotlo, a veces es difícil precisar el grado exacto 
de su aplicación, pues las opiniones sobrc su vigencia o falta de vigencia efectiva 
suelen apoyarse en datos parciales o en alegatos tendenciosos, y la medida 
esncta tlr su t4ertiva cliciericia resiilta cle mil'; difícil determinación. 

E n  todo caso, el ]u-incipio sustentado (mantener s8lo en vigor las normas agru- 
patlas cn la liccopilación o admitidas en la mismaa través de  las Icycs de Toro) es, 
a todas luces, encomiable, por cuanto shlo asi se puede conseguir una seguridad 
pleria cii la determinacion de las leyes aplicables. E n  otros casos no pasa de ser 
u n  indice de normas, útil pero insegiiro. 

(1 )  La inseguridad es repudiada en si y sicol6gicameritc es frecuentemeiite de peores efectos que el mal 
conocido, pues 121 misina iiidetermiiiacióii del alcancr rle los daiios que se pueden recibir es un mal, por cuanto 
iio limita el prligro, y por esigir la dirección de los ceiitros de ateiicióri Iiacia cl estudio de dicho posible 
mal, y la adopci<in de medidas de prevencihri, coi1 los sacrificios que pueda acarrear, ocasiona nuevos daños 
a los iritereses clel individuo. 

(2) Véase LLUIS. la nota primera y en particular el articulo sobre la falsificación de moneda en las leyes 
<le Indias. 



En cuanto a la subsistencia, a través de las leyes de Toro, de fucntes subsi- 
diarias de derecho, nos ilustra, por una parte, sobre la dificultad del logro de  una 
recopilación total. Por otra parte, quizá no fuera t an  dificil su determinación y 
conocimiento, pues en algunos casos, como las Partidas, se trataba de remisiones 
a verdaderos Códigos. En  otras ocasiones, cual el derecho local, era mas fácil su 
conocimiento en la localidad afectada que por el recopilador general. 

Esta fijación de fucntes subsidiarias, el liistoriador ha cle rclacionarla cori la 
tendencia apuntada en otros lugares al desarrollo de los dereclios rornano y general 
frente al municipal. E s  decir, con todo y subsistir la escala de fuentes ac:tl)ada de 
seiialar, los tribunales tcndierori a aplicarla en pro de las romanizadas Partidas, 
pero esta cuestión no la detallanios aquí por habcrla estriciiado en otro epigraicl. 
En  cuanto al contenido de las partidas en matcrin monetaria, frie objeto dc  otro 
estudio. 

c)  Contenido g c.sirctcfurn. -.Al igual que el Ordcnamiriito cle Rlonlalvo, la 
Xneva Recopilación es un conjunto de clisposicioncs autó~iomas. 15s ~iiás,  el Orde- 
namiento sirvió de modelo para la Nueva I<ecopilacibri, r i i i r i  ciiando riatural~neiite 
friera aquél objeto de una depuración, siiprimiéndose las disposiciones derogadas y 
añadi6ndosc las nuevas. Incluso el plan, que en lirieas gcneralcs era semejante, 
sufrió algunas modificaciones aurrientáridosc cl niiincro de libros a iiiieve. Idea de 
la importancia de los textos recogidos la dará el Iirclio rlc que encerrara c:isi 
4.000 leyes. 11 fin de mantenerla al dia, en las sucesivas ediciorics de c~uc fue ob- 
jeto tlcsde I7clipe 11 Iiasta Carlos 111, se le fueron aiiadiendo en los títulos corres- 
pondientes las nuevas leyes que no figuraban cn las anteriores edicioncbs. 1:ri cuar.Lo 
a los autos acordados del Consejo de (:astilla, sc incluyeron a partir del siglo S Y I I ,  
en consonancia con la importancia adquirida por diclia fuerite de tlcreclio, pero 
los autos formaron cuerpo aparte, subdivididos a su vez en libros y titiilos. siguien- 
do el plan general de la I<ecopilacií,n. 

E s  decir, la elaboración de la Rrcopilacicin obedeció a un propósito de  enmendar 
los yerros técnicos del Orclcnamiento, pero sin pretender modificar los criterios 
básicos ordenadores. Ello es tanto mhs explicahlc cuanto qiie entonces no se Iiabia 
avanzado en la idea de elaborar cótligos del tipo moderno. 1% cierto que cl pro- 
pósito perseguido sólo se logró parcialmente, pues la Nueva Recopilación no sub- 
sanó plenamente los antiguos defectos. Ello permite apreciar la dificultad técnica 
de dar cima a una obra de esta índole. Eii todo caso, la Nueva I<eeopilacibn implicó 
un serio avance y un decidido propósito de tener al día la ordenacibn dcl derecho. 
Basta imaginarse el desorden a que Iiubiera Iiabido lugar de no efectuarse cons- 
tantes puestas al día para apreciar el indudable servicio que, con todos sus defeclos, 
la Recopilación prestaba a los afectados por la legislación. 

d )  Ante las qurjas por la inobseruancin de la Xueva Recopilación, Felipe 111 
dictó una pragmática en 29 de diciembre de 1610, mandándola guardar ( 1 ) .  Estc 
dato parece constituir un indicio de la inobservancia efectiva de aquella legisla- 
ción. Pero, según indicamos en otro lugar, en esta índole de cuestiones es muy difi- 

(1)  Asso y MANUEL: Ob. cil., phg. XLVIII. 



cil distinguir entre los aspectos y grados cuantitativos y cualitatiyos del incum- 
plimiento. En todo caso, lo que sí resiilta fuera de duda es que cl problema regis- 
trB gravedad suficiente para preocupar al poder publico. 

u )  Génesis.-C:omo consccuencia de los defectos apreciados en la Nueva Re- 
copilación, los tratadistas Iiabian propugnado dcsde antiguo por su solución. 
Hajo Fernando VI, el marqués de la Ensenada llegó a proponer la refundición 
de la Sucva Recopilación en un Código Fernandino. E n  tiempos de Carlos 111, 
se encomendi, a Lardizábal la claboracibn de un siiplemcnto para sistematizar 
las d ispo~icion~s posteriores a 1715. Pero el propio Consejo de Castilla, que. había 
encomeridado tal labor al famoso penalista, no aprobó el proyecto que él realizara 
con una .Jurita dc Recopilación. Bajo Carlos IV, ante la necesidad de una nueva 
edición dc la Nueva liecopilacibn, piicsta al dia, se pensó cn aprovecliar los mate- 
riales rciinidos por I,ardi~áhal, y sc encomendó al relator de la Cancillería de Gra- 
nada, Iiegiiera T'nldelorriar, la elahoracióri de un suplemento. Éste lo preparó, 
pcro a la vez que presclritó al monarca e1 suplemento, propuso el proyecto de una 
nueva recopilación, que naturalmente liaría innecesario el suplemento. X juicio 
de Hegucra, lo qiic procedía efectuarse era iina nueva Recopilación, con la cual 
y las Parlidas se pudiera administrar justicia. Xombrada una .Junta al efecto, 
aprobb el avancc de Reguera, quien, una vez terminada su ohra, la sometió a la 
Comisión, que la rcvisb, siendo promulgada en 1805 con el títiilo de Novisima 
l<ecopilaciti~i de las 1,eyes de Espalia. Se prevcia, al mismo tiempo, qiie se efectuara 
un siiplcmento aniial. Sblo se liizo uno y rarios años después de promulgada la 
Novisima. 

De lo acabado de indicar se desprende, por una parte, lo laborioso de las ope- 
raciorics rrcopiladoras. »e alii que con todo y ser rcales muclios de los dcfectos aclia- 
cados a dichos cuerpos Icgales, no siempre estén justificadas algunas censuras a 
sus elal)oradores, liabida cricnta de las dificultades de su trabajo. ],o apuntado 
p c ~ r m i t ~ ,  asi~ilisti-io, oliscrvar que la Niicva Recopilación, pese a las ediciones tra- 
tando de ponerla al (lía, acabó por eslar necesitada de una reforma mayor. Cabe 
apreciar qiit*, a tal efccto, sc seíialan dos tendencias: la dirigida a formular una 
riueva recopilacitin y la codificadora. Aiin cuando otros aspectos de esta tendencia 
los niializarcrnos al tratar  dc la polémica en torno a la Novisima Recopilación, 
si podcmos apuntar desdc ahora que la  tendencia codificadora cs anterior a Xapo- 
lctin IZonripartc y a la Iievolucion francesa, no obstante Iiaber pasado m i s  adelante 
diclios movimientos políticos a figiirar como abandcrados, cuando no como mono- 
polizadores y fundamcntadores doctrinalcs de la corriente codificadora. E n  realidad, 
la ordenación del dercclio interesa a las mas diversas situaciones politicas. Los 
juristas liberales del siglo pasado lo presentaron como una reforma consustancial 
con su afán de asegurar garantias juridicas, como salvaguardia de las libertades 



políticas que decían defender. En realidad, las codificaciones, con sil raíz cn las 
Partidas e impulsadas por la monarquía dieciocliesca e incluso anteriormente, 
no están ligadas a una ideología politica específica. Todas las ideologias aspiran 
a un orden juridico (aun cuando C.slc ~ a r i e  según cada una de ellas) y consiguien- 
tcrncnte están interesadas en la pcrfeecicin y fijcza de las fiientes llamadas a garan- 
tizar diclio orden. Si el liberalismo creyó tener poco menos que una exclusiva en 
este aspecto (que ya liemos visto que no se justilica liistOricamente, y menos doctri- 
nalmente) ello o1)cclccc sicolOgic¿irrie~ile a su prt~tc~nsicin de ser cl único movimiento 
dirigido a establecer unas garantías ciudadant-is frente al poder piiblico (ciiestibn 
ésta altamente tliscutible, tanto en su pretendido i-iionopolio como rcspecto del al- 
cance real ( le las garantias ( 1 )  y del grado cii que las olrccia). HistOricamí:rile, su 
prctcnsitin obedece a que dielia esciiel:~, o mas conc.rctamr1ite 11110 de sus mienlbros, 
Manuel Kan1 (3, tiene en su liaber la Eorniulacitin de la doctrina del 1:stado de 
1)ereclio. rlliora bien, aun cuando el ~ i i t r i to  de su forniulaciOn tkciiica corresponde 
a l<ant, en realidad todos los sisteriias doctrinalt~s abogan por iiii Eslado dta Dc- 
Dereclio, stilo que 4ste scrá distinto (3) y, por tanto, piiedcn tc'ner el misriio interés 
en ordenar clebitlamcritc sii dercclio E s  preciso lcncr en consideraci0n que, en la 
priictica, la pol4mica sobre este aspecto de la cotlificación se criizO con los clioques 
entre las escuelas I-iisttirica y raciontilista. Eslo cs cuebstión quc estudiamos en su 
debido lugar y en todo caso, pcse a quc  ~ i i  la prActica no sc presentara siein~)rcb 
debidamcntc discriminado, cn sí es cucstitin distiritn (le la rt3fereritc a la polémica 
sobre 1:) eslructura y alribiiciones clcl poder político. 

0bservai.h el It>clor quc, al igu:il qiic siicediti con la recopilaciti~i dc Intlins ( t i ,  

en la elaboracicin de estos oi.den:imienlos dc leyes suclc aparecer ii i i  jurista des- 
tacado, que  viene a tbjcrccr Iiiriciories de ponente, y iiria coi-iiisi01i o junta siipervi- 
sora. 1.a reitcracitiri dc cstc sistcina se explica por Irritarse poco nieiios t~iic (le tina 
exigencia eleinirital de la nietodologia cle trahajo. Ida arci01i i~idiviciiial es más rliie- 
ti1 y rapidri en la biisqiieda de la documentación; cl cstiidio colectivo ofrece m:ís 
garantías de seguridad cle juicio, al menos ciiando esta cornyiicsto por ti.cnicos 
y se trata de iina materia técnica. 1)e ahí qiir, para un trahajo (le esta indolc, 
fuera poco menos que imprescindible la accitin impiilsadora de un ponente, pero 
con la garantia de  una siipervisión colectiva técnica, o sea de tina junta de espe- 
cialistas en el estudio de la materia. 

Respecto de la actitud con que se enfocó esta cuestión, es curioso que llegucra 
participara t a m b i h  en ciertos impulsos codificadores claborando ediciones resu- 
midas, en forma de códigos de nuestros ciicrpos legales Iiislóricos (0). ES un extremo 
que no se Iia tenido siempre en cuenta y que nos muestra el interés de Reguera 
por la ordenación de la fuentes, lo que a su vez explica su intervención en la ela- 

(1) Véase LLUIS: El llamado suero de la verdad ..., pág. 33 y sig. 
(2) Véase LLUIS: Criticismo y catolicismo, Earcclona, 1051, p9g. 9 y sig. 
(3) Véase R A M ~ N  SERRANO SÚGER:  Entre Hcnduya y Gibraltar, Madrid, 1947, pág. 67. 
(4) Véase la nota primera de este articulo. 
(5 )  JUAN DE LA REGUERA VALDELOMAR: Extracto de las Leyes del Fuero Juzgo, Madrid, 1798, y Er- 

lrocto de las Leyes del Fuero Real con las del Estilo, mismo lugar y fecha. 



boración de la Novisima Recopilación. Además parece mostrarnos que de su parte 
existía una mentalidad amplia respecto de la cuestión de las recopilaciones y codi- 
ficaciones, o cuando menos que la tuvo en alguna fase de sil vida. 

Como vcrcmos, el propósito de quc fuera si~ficierile la co~isiilta de la Sovisima 
y las Partidas, así como el de la elaboración anual dc iin suplemento, iio dio los 
resultados apetecidos. Las revisiones y suplementos se lian proyectado en otras 
ocasiones (por ejemplo, respecto del C:ódigo Civil, que tiene trcs cuartos de siglo 
de vigencia) con resultado igunlrrirnte deficiente. Sin duda, en el caso dc la Noví- 
sima influyeron los ílcfectos de sir redaccióri (qiic hicieron, por cjcniplo, que no se 
pudiera presciriciir (le otras fiicntcs); pero, además, cabe señalar que la rcitcracibn 
de eslc fallo o1)ctIcce a las diiicultadcs prácticas clc esta cuesti6n (coordinar la 
labor ordcrindor:i de la Icycs con las clemiis inatiifcstaciones de la vida jiiridico- 
política nacional). 

b) Cnráctrr lrgtrl y ~)rrl(rt . i t i~i  tle Jrrcn1cs.-La Xovisima Rccopilacióri fue pro- 
mulgada con carácter oficial. I'nipero, fue una ohra que estuvo iniiy lejos de sa- 
tisfacer el propósito dc lieguera a1 proyectarla (que con ella y las 1'::rtidas eslu- 
viera resuclto cl problema de las fuentes castellanas). Incluso liubo errores en la 
sclcccióri de las clisposiciories de la Niieva I3ecopilacibn c~uc fueron recogidas, 
por ciirinto algunas disposiciones vigtkntcs no pasaron de la Nueva a la Sovisiiiia. 
1 3  rcsiiltado fue que pcrvivió el antiguo orden dc prelación de fuentes, el de las 
leyes clc Toro, con el aditaniicnto de la Sovisima i<ccopilacibn, de la cual era suple- 
toria la Kucva. I lay que rcconoccr que, en este aspecto, rio sblo no se logró simpli- 
ficar la coriiplcja estriictiiin de nuestras fuentes legales, sino que a i ~ n  aumentó 
su complicacibii. 

c )  Eslrircfi1rc1.--La Novísima I<ccopilación ticridc a tina sistematización orieri- 
tatia en el iiiisnio sc~it ido qiie la Nueva. Subsiste lo que podriamos llamar la ((au- 
torion-iíao dc los textos reropilatlos y estos se agrupahan en libros y titiilos, si bien 
aliora el numero dr  1il)ros se Iia clcvatlo a doce, las tendencias gcrieralcs de la or- 
denación son similares (1). I'cro en lo que a 1:i monrda sc rclicrc, la Sovisinia pa- 
rccc 1ial)el. scntado crilcrios iiienos griicrnlcs quc la Sueva,  en cl sentido de que la 
1egisl:icicín sohrc esta rilatrria aparece m i s  tlisprrs:~. Es  decir, tiesde el hngiilo 
cstrictairicrite riionetario, cra prcferi1)le la sicteniática cte la Siieva que la de 
la Sovísiin:i, sin que con ello pretendamos c.stablcccr un juicio gcncral sobre la 
sistcrriatización global de  esta, lo cual rebasa de lo propuesto analizar en el presente 
trabajo. 

d )  Conle~~itlo.-La Sovisinia encierra unas -1.000 disposiciones, es decir, e1 
voluilicn de las mismas, pese a su variación, tendia a ser numericamente constante. 
Iiabida cuenta de que también la Nueva tcnía una cantidad semejante de dispo- 
siciones. 

Una ventaja de la Yovisima dirigida a facilitar su manejo eran las abundantes 
notas quc completaban su texto. Con todo, algunas ediciones de la nueva 
también estaban orientadas en este sentido. 

(1)  GALO S ~ S C I I E Z :  Oh. cit.. pag. 222. 
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e) La  polemic<r de Kequercr con ,lIariinez J2arirzrc.-Considerando que en la 
Sovísima Ilccopilación se daban los mismos defectos quc en la Nueva, lo cual, 
desde cierto punto de vista, es innegable, 3lartincz JIariria escribió un Ensayo 
histórico-criiico para ~~i ia la r los .  Rcgiiera stb querelló contra 3lartiiiez Jlarina ante 
el Consejo de (:astilla, por lo cual dicho tratadista escribió su .l~iicio crílic.o de la 
Sor~ísirnn Rec.opilrici(jn, dirigido a justificar sus censuras. Siguiendo a hlartinez 
Jlarina, los enemigos de la Recopilación consideraron prcfcrible la codifica- 
ción, ya que, publicado el C9digo Napoleón algo antes, 1:spaíia se manifestaba pro- 
pensa a un sistema viejo, menos científico que cl Código. Consecuencia de esta 
polémica es que se liayan considerado contrapuestos los sistenias recopilador y 
codificador. 

Efectivamente, los Códigos, por lo que tienen de tes to  refundido, se prcstan a 
ser tecnicamente más perfectos que las 12ecopilaciones, las caalcs conservan las 
particularidatles de las antiguas fuentes, limitándose a rt~cogcrlas en un cuerpo Ic- 
gislativo. Pero, cn realidad, ambas soluciones son más complcnientarias que con- 
trapuestas. Jndudablciilentc los Códigos son cuerpos técnicamenlc más perfectos. 
por lo mismo que son refuridiciones sistematizadoras. Pero, en cambio, son menos 
dúctiles y su alcance y viabilidad resulta rnks limitado, por cuanto sólo consiguen 
alcanzar ramas parciales del derecho (penal, civil, etc.) ante las dificultades prhc- 
ticas de efectuar refundiciones de más alcance. lncliiso respecto de la rama que re- 
funden no llegan a ser totalmente exhaustivos; subsisten disposiciones extrava- 
gantes, unas veces por la propia dificiiltad de reunirlas en un so10 texto, otras por 
aparecer nuevas normas posterioscs al Cótligo. Así nuestro (:tidigo Penal no coni- 
prende la legislación sohre incdidas rfe scgiiridad, ni ciertos delitos como el contra- 
bando. Más concretamente, en materia monetaria, después de 1936 quedaron 
fuera del Código las disposiciones espccialcs dictadas sohre diclia materia. 

Por consiguicnte, con todo y ser tecnicamente ni& perfectos los COdigos que 
las Recopilaciones, y liabiendo una considerable dosis dc razhi cn las críticas de 
Rlartinez Marina a la Novisima, el Iiccho es qiie los (:i>digos y las Ilccopilaciones 
no resultaban tan contrapuestos como prctendian los tratadistas de la época. 
Desdc un punto dc vista de la técnica ordenadora de las normas han de consi- 
derarse dos cuerpos complementarios, pues los Códigos, sin duda más perfectos y 
precisamente por diclia perfecciGn técnica, resultan más limitados, y las Rccopi- 
laciones piicden recoger los que aquéllos no pueden abarcar. I'riicba de lo indicado 
es que, aun ciiando la Yovisima liaya sido la última recopilacitin oficial, a falta 
de nuevas ordenacioncs gubernativas de las normas vigentes Iian surgido una serie 
de colcccioncs privadas (diccionarios legislativos de .L\lcubilla jT ,iranzadi, colec- 
ciones de leyes de IIedina y Jlarañón, etc.) que son pura y simplemente recopila- 
ciones de la IegislaciGn vigente. 

Otra cuestión es la de la conveniencia de los Códigos, no ya desde el punto de 
vista de su mayor perfección técnica (ésta indudable), sino del de la dinámica y 
contenido del tiercclio, o sea, tal como se planteó la polémica entre las escuelas 
liislórica y filosófica, así como en función de la critica a los CGdigos decimonónicos 
por su escesiva desnacionalizaciOn, si bien esto último es cuestión más de critica 



de su contenido que de  la técnica codificadora en si. En  todo caso, como destacaron 
Savingy y los Iiistoricistas, los Códigos adolecen (le1 defecto dc ser poco dúctiles 
y de contraponerse a la dinámica del derecho. Con iodo, la sanción de diclia di- 
námica sólo es deseable en la ~ncdida  en que armoniza con las tradiciones juridicas 
y los altos irilereses C.ticos j nacionales. Además, su real falta de ductilidad no im- 
pide totalmente su reforma. (:ahcn disposiciories renovadoras y de Iicclio se lian 
dado, si bien cllo nos viielve a llevar a la conseciiencia de la neccsidad (le las Reco- 
pilacioncs como complemcn to de las disposicioiies extra\-agantes a los Cócligos. 

nlarlinez JIarina no será, cn realidad, el único objetor de la Novísima. Su juicio 
crítico fuc censurado por la .Junta de  Gobierno dcl Colegio de .Ibogados de Jíadrid, 
por encargo del Consejo Iieal. Diclia .Junta cmiti6 dictamen favorable a la obra 
dcl <(ciucladario)) Jlartí~iez Jíarina, suscribiendo la existencia de los defectos por 
él selialados. Esto acaccia en pleno periodo absolutista, cl cual resultaba, por cicr- 
to, menos ((oscurantistaa (le lo que lia pretendido el apasionamiento de cierto scc- 
tor doctrinal. E s  decir, Marina recogió cn su critica cl sentir de  un imporlante sector 
del país, lo ciial nos ilustra sohre el alcance y valor Iiistórico de su punto de vista, 
aun cuando en nada cicsdiga de las salvedades que liaccmos a sus críticas. 

Jlartíncz Marina, al rnas acerbo critico de la Sovisima, no pudo menos que cali- 
ficarla de ((rico ~noiiiinierilo (le lcgislacitin, obra más completa de todas las de su 
clase publicadas hasta a l iora~ (1) .  I,a plena sinceridad de este comentario es cierta- 
rncrite tludosa. No podemos olvidar que Marina sc defendia de una amenaza 
de proccsnmicrito, pero, con todo, implica un recoriocimiento dc que no todo eran 
defectos en aqiic.1 cuerpo legal. 

a) Libro 9, l i l r l lo  9. lr~ly 1.-Rcspecto <le diclia disposición, JTartinez JIarina 
Iiizo varias o1)srrvnciorics (2): 

l'rimcro: I'tiliza la esprcsion ap~ticioncs 2S y 29 de Segoriao cuando drberia 
decir ((le>-es ?S y 2!) de Segovia*, putss en diclio ordeiianiiento no Iiabia peticiones. 

S~qunrlo:  I,a referencia a ((XlcalA 1 3 1 X o  lo es en realidad a la ley iinica, del 1í- 
tiilo 3 1 del ordenamiento. 

Tcrrcjrn: 1Sn Scgovia, don Alonso Onceno ordenó pesar todas las cosas por el 
iiiarco de c'l'riao (Trcvcris) y no de Teja. En  Xlcalá adoptó el de (:olonia para las 
irioncdas; para las rcstantcs mediciones mantuvo el de Tria. 

Cilarto: I,a coníirmaci0n dc Felipe 11 es un crror de interpretación de textos. 
Oriini'o: En diclia disposicion se aplica el marco de Colonia mientras en el libro 9, 

título 10, ley 1 se aplica cl marco de Burgos, y en la ley 14 de diclio titulo Felipe \' 
aplica el de (:astilla. 

( 1 )  >l~nri.;nz 3I .41 tr s~ :  Oh. ril., ]>Ag. 3. 
(2) J1~nrisi i .z  hl~iir.nr.4: 06. ci t . ,  pdg. 80, 81, 83 y 150. 



b) Libro 9, titulo 9, li.ry 2.-Respecto de esta disposición, consideraba RIarina 
que rcproducia tina pr:igmática de Juan  11 pero alterándola, seiíalando que el 
error procedia ya de la Sueva Hecopilación. 

E n  cuanto a la atribución de diclia disposición, advierte que Enrique 11, en 
Ijurgos, nada resolvió sobre diclio particular, que cuando trató del mismo fue en 
'í'oro (1360), confirmando lo acordado por Xlonso Onceno en Alcala, medida que es 
contraria a la dc .Juan 11 (1). 

c) Libro !), lilnlo 9, leg .j.-E1 contenido en esta disposición comprende lo dis- 
puesto en las anteriores, dando así lugar a unas repeticiones inutiles, añadiendo 
Marina que ((u11 redactor económico hubiera reducido el titulo a esta soIa ley, 
dejando las dernUs por superfluas o anticuadas)) (2). Indudablemente, hubiera sido 
preferible un texto refundido, en este punto (cuestión ésta relacionada con la de las 
codificaciones que liemos analizado cn otro lugar). I'ero con todo y no revestir 
en este caso considerable gravedad (pues no dificulta la inteligencia del derecho 
que procede aplicar), RIarina parece olvidar que un recopilador no es un legislador, 
y que por tanto no puede alterar los textos que refunde. E n  esta critica a 11x1 «re- 
dactor poco eco~ibmicos cabe apreciar la animosidad contra Reguera que, indu- 
dablcmcnte, pesa en la actitud de Marina y le lleva a incurrir en evidentes exage- 
raciones en sus censuras. 

d) Libro 9, fitiilo 10.-También respecto de este titulo i'larina acusaba la 
existencia de repeticiones y de normas contradictorias, por lo que consideraba que 
Iiubiera bastado reproducir las disposiciones de Carlos 111 y Carlos IV (3, punto 
de vista éste sobrc el que podríamos decir lo mismo que en el apartado anterior. 

e) Libro 9, titulo 10, ley 1.-I<especto de esta disposición, Marina apunta va- 
rias irregularidades (4). 

Primerrr: La atribución es defectuosa, pues de los I3eyes Catdicos solo hay una 
cláusula. Procede realmente de la respuesta de Juan 11 en las Cortes de Madrid, 
petición 31 (Heguera la atribuía a ambos monarcas sin especificar la parte corres- 
pondiente a cada uno de cllos). 

Segundo: No se aclara que lo hecho en Madrigal fuc pasar de once dineros 
seis granos a once dineros cuatro granos en la fijacibn de la ley de la plata. 

Tercero: Diclia disposición discrepa de las siguientes, que fijan otros marcos 
para el oro y la plata. Respecto de la plata, en la primera disposición de este ti- 
tulo se fija el marco de once dineros y ciiatro granos, pero la ley 21) lo determina 
en once dineros y la 28 en nueve dineros. 

Cuarto: Respecto del marco del oro cabe selialar una variación semejante, pues 
la ley primera está modificada por la 19, esta por la 20 y ésta por las 22 y 23, al- 
teradas, a su vez, por la 27. 

Tambidn en este caso, con ser real la observaciGn de hlarina, liay que conside- 
rar que en gran medida es un inconveniente de toda recopilaci6n, que el recopila- 

-- -. 

(1) A ~ A R T ~ S E Z  A I A R I X A :  Ob. ('¿f., pág. 85. 
(2) R I a n . r i s ~ z  M A K I X A :  O b .  ril. ,  pág.  104. 
(3) ~ I A R T ~ X E Z  RIARIXA: Ob. ci t . ,  vid. nota anterior. 
( 4 )  R I A H T ~ ~ E Z  A ~ A R I S A :  Ob. ri / . ,  phg. 83 y 150. 



dor no es un legislador que pueda modificar los testos, y que, aun cuando en lo 
posible son deseables las refundiciones de los niismos, el dinamismo de las no- 
vcdades legislativas no permite de hecho limitarse a disponer de refundiciones 
y codificaciones. Es  decir, la observaci6n de Marina era real, pero delimitaba mal 
el alcance dc los inconvenientes que seiialaba, tanto más'cuanto que al recopilar 
en un mismo titulo la disposición de origen y sus posteriores rectificaciones, faci- 
litaba considerablemente la determinación en el ánimo del lector, del derecho 
positivo aplicable, que, en último término, es lo que se trataba de lograr. 

f )  Lihro 9, liliilo 10, le!] 2.-Marina objeta a este texto la cita de nombres de 
nioncdas, cual la de los excelentes, que ya  nadie sabe lo que son (1). 

Sobre la responsabilidad de Reguera por este olvido cabria repetir lo antes 
indicado sobre los límites de las funciones de un recopilador y las dificultades de 
poner los textos siempre al día. IZste estremo es asimismo interesante, desde el 
punto de vista (le la historia monetaria, por ilustrarnos sobre el grado de olvido 
del antiguo numerario. 

g) Libro 9, tífrilo 12, ley 7.-Esta disposición aparace en la Sovisima Recopi- 
lación atribuida a las Cortes de Ocaria de 1455. Marina objeta que ello es imposible, 
pues las Cortes de Ocaria se celcbraron en 1309, mientras las de 1355 corresponden 
a Córdoba. 

h) Libro 9, tíllilo 12, le!] 11.-Esta disposición aparece repetida en el libro 12, 
titulo S, ley 4 (2). 

i) Libro 9, f i t ~ i l o  17, lcycs 1, 2 y 3.-Estas disposiciones sobran, por haber 
dispuesto Felipe Y, cn la ley 5 dcl mismo titulo, que shlo se acuñase por cuenta 
del rey y rio de los particulares (3'. 

j) Lihro 12, f í l i i l o  36, lcyes 3 n G y 9.-IIarina objetaba que no son verdaderas 
leyes, sino convenios (4), lo cual es cierto, pero por implicar modificaciones de pre- 
ceptos legales, dcsde un punto de vista utilitario que debe informar a todo texto 
legal, bien incluidas estaban. 

k) Libro 12, títrilo 36, leyes 16 n 20.-31arina objetaba que tampoco son ver- 
daderas leyes, sino instrucciones sobre inversión del importe de penas, es decir, 
constituyen alas reglas económicas para la recaudación de las penas y multas, 
nada tienen que ver con los delitos que las Iian causado, y es un despropósito in- 
sertarlas en iin COdigo criminal), (5 ) .  

Al liaccr esta crítica Marina parece olvidar que la Novísima no era un Código 
criminal, sino una Hccopilación de todo (o casi todo) el ordenamiento legal posi- 
tivo, y era lógico incluir en él las reglas de aplicacihn de penas. Pero incluso consi- 
derándolo como un código, las normas de aplicacihn de penas son medidas de pro- 
cedimiento y su inclusión en un tes to  codificador podrá ser un criterio discutible, 
pero no un desprop6sito. Al calificarlo de tal, se comprende fácilmente que el re- 

(1) MART~NEZ XIARINA: Ob. cit . ,  pág. 83. 
(2) MART~SEZ ~ I A R I S A :  Ob. cit . ,  pág. 104. 
(3) ~ I A R T ~ N E Z  % ~ A R I N A :  Ob. cit . ,  ~ h f i .  83. 
(4 )  ~ ~ A R T Í N B Z  MARINA: 06. cit . ,  pi f i .  225. 
(5) ~ ~ A R T ~ N E ~  hlanina: Ob. cit . ,  vid. nota anterior. 



copilador se sintiera ofendido y no le faltaban motivos reales para sentirse inju- 
riado. 

Observución general.-Podrá apreciar el lector que, con todo y ser reales los 
defectos apuntados por Jlartinez RIarina, ciiando menos en la parte que aquí son 
interesa, ni por su número ni por su trascendencia eran de gravedad considerable 
para el jurista, aun cuando a vcces pudieran inducir a equívoco al Iiistoriador. 
Marina forzó la critica, en parte, por dcfenderse judicialmente y, en parte también, 
por pasión politica, y sus ccnsuras han sido frecuentemente repetidas como thpico, 
sin medir el real alcance cri que son 1-áliclas, ni confrontarlas con el cúmulo de tra- 
bajo y aportación a la ordenación de las leyes que representaba la Novísima. Cn  
ejemplo del apasionamiento de Marina, aun cuando no aiecte directamente a la 
cuestión monetaria, lo podemos apreciar cuando censura 121 inclusión de las leyes 
sobre la lepra, qiie dice se debieran suprimir de la Recopilación ((porque en virtud 
de providencias de policía y salubridad se lian llegado a extinguir (!) estas enferme- 
dades)) (1,. 

VI. LAA SISTE; \ I~ITIZI ICI (~~\ I  DE LOS DELITOS hIONETXRIOS 

E n  el libro octavo de la Kucva I<ecopilación, que era el destinado a contener 
el derecho penal, figuraba un titiilo, el 1'7, hajo la riibrica <(de los perjuros y falsa- 
rios~). E n  este titiilo se incluyeron las disposiciones penalcls sobre los qiie violasen 
sus juramentos, jurasen en falso, falsificadores del sello real o de los prelados, los 
testigos falsos, y dos leyes, una de Enrique 111 y otra dc linrique IY, sobre falsi- 
ficación de moneda. Se trata de las disposiciones solre declaración de la al evo si:^ de 
los falsarios y la refundicicín (le blancas (2).  S o  las analizaremos detalladamente 
por haberlo Iiecho en otra ocasicin (3).  Empero, licmos de tiestacar su pervivencia 
por mostrarnos la continuidad del concepto y norma medieval dc :tlevosia de la 
falsificación, recogidos por los Llustrias en su I3ecopilacihn y cuya vigencia y tras- 
cendencia queda ratificada por el parecer de los tratadistas del siglo de oro. 

Esto aparte, podemos apreciar que, desde el punto de vista de la sistematiza- 
ción de las penas a los falsarios, se giró en torno de dos conceptos: el de legislación 
monetaria y el de disposición penal sobre adulteración de la verdad. Ya hemos 
tenido ocasión de serialar en otras ocasiones que las oscilaciones que en este as- 
pecto registra el derecho penal monetario obedecen en úllimo término al carácter 
conceptualmente complejo del delito de falsificación de moneda. 

(1) XI~RTIXLZ ~ I A I U K A :  06. cit., plg.  101. 
(2) Nuera Reco~>ilacióii, libro VIII, titulo 17, leyes 5 y 6. 
(3) VBase la nota primera de este articulo y el publicado cn el número 7 de KVMISMA, referente a la 

represihn de la falsificación de moiieda bajo los Reyes Catllicos. 



E n  el caso quc nos interesa, se tuvieron en cuenta las dos posibles sistematiza- 
ciones (amén de la ordenación independiente de otros delitos monetarios, cual es 
el caso dc la saca). Pues parte de la legislación figura en este titulo, pero otras 
medidas se incluyeron en el libro Y, título 21, cuyas leyes 21 y 67 sentaban el prin- 
cipio de que fundir moneda fuera de la ceca, así como cercenarla, se penaha con 
la muerte, amén de que en la Icy -24 se prohibía el uso de moneda irregular. E n  cuan- 
t o  a la falsificación de pesas y marcos, se penaba en los títulos 13 y S2 de dicho 
libro V (1). 

Las disposiciones sobre pesas las estudiamos en otro lugar de este trabajo. 
L n  cuanto a las del titulo 21, nos remilirnos a un anterior estudio (2). Si liemos de 
destacar, no obstante, que aunque crn:inadas de la Pragmática de JIedina, pro- 
mulgada por los I<eyes C:atólicos, obedecen a orientaciones penales similares a las 
apuntadas en este trabajo. 

En cuanto al defecto de sistematización que supone la distribiición en dos 
partes t an  diferentes de la recopilación, de normas comunes por su naturaleza 
y objcto, cabc explicarlo por el   nodo c0nio las mismas aparecen Iiistóricamente 
estructuradas. E n  efecto, algunas normas surgieron con carácter específico r egii- 
lando cl castigo de la falsificación de moneda, o mejor diclio, regulando aspectos 
de dicha falsificación. A1 recopilar estas disposiciones, su concreción y brevedad 
dotaba al jurista ordenador de un amplio margen de autonomía para encuadrar- 
las como juzgara más conveniente. Son las disposiciones que se englobaron en el 
titulo de falsedades. Otras medidas sobrc el castigo de los delitos monetarios apa- 
recieron en el ordenamiento de AIcdina, en iiltimo termino como precaución com- 
plcmeritaria dc la finalidad de dicho ordenamiento (regular la nueva emisión de 
moneda), a lin de reforzar por nicclio de castigos el cumplimiento de lo prescrito 
en diclia ordcnanz:~. Es  rl caso dc las disposiciones contenidas en el titulo 21 del 
libro Y. Al ordenar estas disposiciones y a  no se gozó de la misma autonomía, desde 
el momcrito cn que se conscrv6 la integridad del ordenamiento de JIedina, sin des- 
componerlo. Destinado éste a1 titulo sobre fabricación de moneda (lo que concor- 
daba con su naturaleza), a diclio titulo se vieron arrastradas en su consecuencia 
las disposiciones penales incluidas cn la pragmática medinensc, aun cuando se 
tratara de rcglas que sc refirieran a adulteraciones monetarias. 

Resumiendo el estado de la legislación penal en su epoca (fines del siglo XVIII), 
Asso y illanuel (3) estnblecicron el siguiente sistema de delitos monetarios: 

a) C ) ~ i f r n b a ~ t d o :  Penado con presidio y pérdida de empleo (por aplicaciQn 
de la Nueva Recopilación, libro IS, titulo 8, autos (5 y 9, y del Decreto de 10 de 
diciembre de 1760). 

( 1 )  LLUIS: Las cuestiones legalrs de la amonedncidn peninsular bajo los Reyes Católicos, tomo 1. Madrid, 
1960, pAg. 115-316, 130-131 y 143-l4(i. 

(2) Vcaw la ilota anterior. 
(3) Asso y MANUEL: 0 6 .  cil., 1):jg. 250-287. 



b) Falseamierito de moneda: Que tenia lugar al fundirla fuera de las casas 
reales y se penaba con la miierte y quema (por aplicación de la Sileva Hecopila- 
ción, libro Y, titulo 21, leyes 11 y 67) más pérdida de los bienes, que pasaban a 
disposición de la Cámara (a tenor dc la n'iieva Recopilación, libro YI I I ,  titulo 6, 
ley 4) siendo decomisada la casa en que se elaboró la falsa moneda (por prescrip- 
ción de las Partidas, partida 7, titulo 7, ley 10). 

c) FalsificaciO~z de pcst~s  y meílitltis: Que se pcnaba con cinco sucldos por cada 
pesa falsa; pero si el falsario era cambiador, la pena era más grave: diez sueldos la 
primera vez, 20 la scgunda y In tercera sc castigaba con 100 mararcdis de multa 
y destierro (todo ello por aplicación de la Nueva Rccopilación, l i l~ro Y, titulo 13, 
ley l ) ,  si bien en realidad, según obscrval)a~i Xsso y JIanucl, más que estas penas se 
aplicaba la costurribre del lugar al arnparo dc la Kuex-a FZecopilación, libro Y, 
título 22, leyes 15 y 16. 

d) E n  materia de hurlo se prescribió la devolución de lo robado, así como 
otras penas que no nos interesan directarnerite al ser inaplicahles a un falsario 
condenado a muertc. 

e) L n  frcticiriri o lesa ,Ilnjcsfad (acarreada entre otros delitos por la falsifica- 
ción de la moneda) ocasionaba las siguientes sanciones: 

I'ena de muerte y confiscación dc hienes (por aplicación de la Sueva Recopi- 
lación, libro VIII ,  titulo 18, ley 2). 

Perdida de la liidalguia y derribo de la casa del traidor, para su infamia (según 
la Nueva HecopilaciOn, libro VIII, titulo 12, ley 1). 

E n  ciianlo el que Ic acogiere a sahieridas, perdería la mitad de sus bienes (sc- 
gún la Nueva Wecopilacii>n, lihro YIII, titulo 18, ley 1). 

3. KEL.~CIGS ESTRE L:\S DIVERSAS F I G l i R A S  1)E J)ELITOS .\IOSIITAIIIOS. 

n )  Como señala Jlatcu, en el año 1375 los Reyes Católicos no sólo proliibieron 
la saca, sino que dictaron varias disposiciones sobre la fabricación, valor, curso 
de la moneda, etc. .ldenliis, en el curso de su reinado fueron dictadas una serie 
de medidas dirigidas a equiparar el valor de las diversas monedas de sus Estados 
peninsulares. Posteriorrnente, cuando Carlos 1, para evitar el drenaje, y a peti- 
ción de las Cortes de Talladolid de 1537, redujo el valor del cscclente, se rebajó, 
asimismo, el del ducado, su liermano en la Corona de Aragón. Rajo Felipe Y se 
apuntó ya  la tendencia a unificar la moneda peninsular, en parte para facilitar 
el comercio interior, en parte para resolver el problema de la gran cantidad dc rno- 
neda falsa de la Corona de hragón, introducida por los franceses. Este mismo 
monarca creó la Real Jun ta  de RIoneda, que asumió una serie de funciones de 
control monetario (examen de afinadores y contrastes, corrección de pesas y me- 
didas, etc.) unificando asi el organismo central que liabia de ocuparse de las mis- 
mas (1). 

(1) FELIPE ~ I A T E U  Y LLOPIS: La moneda española, Barcelona, 1946, pág. 234, 238, 252 y 273. 
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Lo acabado de señalar nos permitc apreciar cómo, en el curso de lorlo el pe- 
riodo histbrico que aqui estamos estudiando, se rril~.c.la:nro~~ mrry inlimtrmerile 
l«s di,sposicione.s sobre los c1ir)crsrrs rcimns (Ir1 tlcrrc.11~ moncltrrio y ,  por tanto, las 
normas sobre represión ile los dclitos referentes al misnio. Ello ticnc una iicil 
explicación, por cuanto los n~omeiilos criticos para la moneda son los qiie suelen 
requerir la promulgación de disposiciones dirigidas a siibsanar los problemas 
aparccidos. Pero cslos problemas F.dcilmente afectan globalmente al riiimcrario, 
por lo mis1110 qiie son facctas de iina problcmiitica que repercute sobre un mismo 
objeto (las ~nonedas). .\demás, las misrrias se ven aiectadas cri Euncicin tlc prohlc- 
mas planteados por la vida del país J- no de clasificaciones abstractas (por iiiuclio 
que sea el valor y ncccsitlad de estas en si y para la prorii~ilgacitin (le riorriias). 
I k  allí que la vida ccoriórriic~ reperculiilra sol~re  divcrsas iacetas del numerario 
y requiriera varias normas, para atender a los diversos aspectos afectados. Esto 
explica quc los rnoviinientos Icgislnti~os a i e c t a ~ i n  a la vez a tan distintos aspec- 
tos dc la riioneda. 

1,o aca1)ado dc sc.5:il:ir 1)criiiiLc apri.ciar, asiiiiisnio, iina Iendcncin :i la intcriii- 
Iliicricia entre los tliversos sisleni:is moiiclaric)s, clcrivnda de 1:i iiriidatl política 
y fi~nt1aiiií~nt:ilniciilc de la tendencia a conslituir i i r i  solo 1)loqiic ccon6mico. Eri 
este sc~iiido, Iiis reglas sobre valor tlc la monecla c s t i~n  en inliiiia concsicin coi1 las 
tciiclcncias dirigidas :i la iir:iIic.:!citiri adiiancra, es rlccir, coi1 la Irgislacitiii sobre sa- 
cas. Iriúlil tlilcir qiie cstn Icritlciici;i ii~lilicatlor:i en lo ccoiióiiiico era tligria tle toda 
sricrle (le lo:is, por 1:is vt1nl:ijas que ofrecía coristitiiir iiri solo 1)loqiic cri la1 aspcc- 
to fro111t' a las pulcncias t.xtninjcras (vciilaja, i~atiii~aliiici~tc, coiidicionatla por la 
cxistcncia tle una ~)olítica (le cornurii(l:id, la ciial t.ri cstc c:iso rst:il):i fuera 
rli. lotlíi tliitla, una vez rcalizndn la urii6n de las rc;ilr.zas l~eriirisularcs). -\1 
rnisriio tivinpo, c:il)e sclialar las tliliculladcs qiic para el logro total de cstr propcí- 
silo rcpri~scn1al)riri las cslruc.liiras prt*cst:il)lrcidas de origtw rncdicval. Taii c.s ¿isi 
qiit', iiicliiso iin iiionai-c:i l:in ~iiiiforriiisla coino I:t.lipc l', no putlo dar ciiiia a tastc 
lxopOsito, por otra prirtc pleiiarnr.iilc 1ool)le ciinlqiiicra que sean los jiiicios 
qiie ~uí 'daii  incrcccr otros asl>cclos dc sil política. Icsta cori-iiinidacl cco- 
iitiniicn tbr:i tle por sí plciiaiiiente compatihle con iin:i ~1~sccnlr:iliznción 
:idiniriistrativa, i1:id:i la cstriiciur:i gcncral de 1:i atlministracióri re:il en la Edad 
Jloclerria. 

Obsérvese, igiialriirntc, cOmo todas estas normas se relacio~iari tamhi6ii coi1 la 
necesidad de iiiedidas rlc defensa frente a la accitin de los extranjeros. lo qiie co- 
rrobora lo antes indicado s o l m  los caxiipos de irileraccibn dc los problemas rrione- 
tarios la conveniencia de Iiacer un bloque de las economías peninsulares. A su 
vez, nos permitc apreci:ir el alcance de este licclio. 

,Isimisn-io, de lo indicado deriva la utilidad de un órgano unificador de los di- 
versos aspectos de la politica monetaria, necesidad recogida por la Corona al crear 
la J u n t a  de hloneda, cuyo establecimiento aparece plenamente justificado desde 
e1 punto de vista de la problemática monetaria. En cuanto a sil enjuiciamiento, 
en funciGn de la estructura administrativa general, rebasa del propósito del pre- 
sente trabajo. 



b )  Segiin .Zlfonso dc .\zc\-cdo (1 )  eNanr iis falsis ponderibus e t  rncnsuris fal- 
suni coniilliliir)) (2).  Esto iniplica iina i ~ ~ f c r . ~ ) ~ ~ r f n c i c i n  ~ . i ~ f e n s i r ~ n  tlcl concrl)to tlc ftrl- 
srtlrrtl, a cfecIos de la aplicación de medidas pcn:iles. (:o11 1:)s salvcdacles que cl 
lector podrá :ipreciar en el ciirso tlc este Iral)ajo, sii punto dc vista era j)crfecta- 
mente siiscri1)ihle rlesdc iin 6ngiilo l)osilivo, a efectos sancioriadorrs, dadas las 
extensiones rlcl conccpto de falsedad a tal coritenitlas cm iiiics1r:is ariligiias 
lcyes. 

I;slr rriisriio aiitor, cnriierit:indo el libro \', tiliilo 13,  Icy 1 dc la Niieva Ijeco- 
pil:iciOn, asimilaba tambiéri diclios delitos cn fiiricitin tlc la csfera de atri1)iicioncs 
del rey, pues advertía, con gr:in aparato de aiitoritlatles, quc la fijación clel sisteirl:~ 
de pcsas y iricdiclas es atrihució~i del rey. Sc i rata,  por otra parte, de iiiia ciicstitiii 
que a iiiiestro parecer rcsiilta1)n e ~ i t l c r i t ~ ,  ciatlo qiie cls rxratcria a tn(1as I I I C ~ ~ S  tc111- 
poral y qrie nucslro país er:i i i r i  Estado sobcarario. 1,a jrisistencia sohrc) la ciiestión 
rs, con lotlo, intlicativa rcbspecto tlr las tliidas y riiestiorics que siigiricrori tln cstas 
niaterins los ~)rohlcriias y doc.triiias friito di. 1:i rcccpcitiii tle los dcrrt~lios conliiiics. 

r l j  1'or la razones qiic estiitlinnios c ~ i  sil o ~ ) o r t ~ i ~ ~ o  Iiig:ir, ~ ' I I  ( 3 1  1':tís \.:isco, o. 
mhs esaclnineiilc, cln cada tina dc sus pro\-incias y scliorios, goz:iron tlc sr8nrln.s Ir,- 
r,islrrciones ~ ~ r o p i t r s ,  (le proccdcnci:~ n~ccl i~val ,  quc pasaron n la I:tl:i(l 3Iodcrn:i. 
.Illi, como en rl resto de Espalia, se registra iina lcndciicia de los priiic-ipcs n pro- 
mrilgar leyes generales. Cabe seii:ilarla :I partir clcl siglo S I .  .! su vez, itsl:i tc.ridcln- 
cia se relacioiia en el ticrnpo con otrii clirigitla a sis1imaliz:ir J- rccogcr dercclios 
locales de origen corisuetudinario. En  arri1):is se acusa iinn riccisidatl (le ir rwo- 
giendo cl derecho, en funcibn de 1:is nuevas corrientcs qiic :i1 tlcsarrollar las estriic- 
turas políticas exigían la precisióri dc siis norrnas, y 1:iriil)ién. cn cl cnso local, 
para asegurar su vigenci:~ frente a las 1iiiev:is tcntlericias. 1<1 I'ais Ynsco tuvo 
leyes locales y comarcales (1:ucro dc .%lava, Fuero ( 1 ~  las I~ricartacioircs) n las 
que se superpuso Iiiego un derecho territorial, cs decir, pro\-incial (3).  En la 
esfcra provincial, propia dc lo vascongatlo, se aciis:i iiri fentiinrno par:ilrlo del 
que Iicnios advertido qiic tuvo lugar rri (:astill:i. IZllo ol)etlccc :iI p t ~  tlc f:ictorcs 
generales análogos, si hien adaptados a la csfera territorial cn que cada caso ticnc 
lugar. Esto se explica por rl pcso de los pri~ceclrntcs Iiistóricos tlue apiintainos cn 
otros lugares, en iinión a la ((compartimentacitin)) gcogrúlica tic los tc*rritorios mon- 

(1) A ~ ~ o x s o  r>r. A z i : v ~ v o :  011. c í f . ,  Coinetitario a la SUPIJCI Heropilric.iiirt, lil~ro \', titiilo 13, ley 2. 
(2) Al amparo tle la I'nrti(la VI1, titulo 7, Icy 7. 
(3) Gancih GALLO: Ob. c i l . ,  pAg. 254. 



tañosos, qiic les llevan a teric*r iina vida y riornlas propias y tan1bii.n por la csis- 
tencia de insíitucioncs (.Juntas, 1)ipiitaciones y llerrnr~ndades) pcciiliares (le cada 
proviricia. Ello explica cliic las corricnlcs jurídicas generales c~iie se seii:ilan eri 
EspaGa, si hien tambii.11 aparc.cicron cn el I'ais Yasco, tendicrori allí a rnanifes- 
tarst. adaptadas a1 tcrrilorio provincial, en vtlz de dar Iiignr escliisivaniente n 
la aplicacitin dc los ciirrpos legales caslellanos. 

b )  1 3  la ICdotl 1lcdi:i sc registra ya una tcnrlr~lc.itr (1 l rc  intrrccccitin (le los  ticrc- 
c.llos ivr.sc.on!ltrtlo.s ! j c.trsirlltrnos, tlcn tro clc 13 sii1)sislcricia y miitrio rc.spcto de arubos. 
.isí, cl 1;ucro I3eal sc c.stendiú n .%lav:i cii la Uaja I<cconqriisl:i. .\ su vez, rl tlc Viz- 
caya sc e~slcndi0 Iiacia (:astilla, y, por otra p:irle, Ictiia sii raíz rn cl de I.ogroilo. 
Alhs :idclar~ic, las 0rtleri:irizns tlc 1:ill)no inspirarinri al tlercclio ri-i(~rcantil dc totl:i 
1:i l'criirisuln. l'cro csio y:i es iin fcnbri~eno de3 Iines (11% la I<clad I\loderrin. Diclio 
ino\-irnicnto Icgislntivo es paralelo tlc olro clc rrlacitiri clritre las aiiloritlades pii- 
blicas. .\sí la 1 lcrninndad (le las \'illas (le) 13 rii:iriri:i tlc (:astill:i cori \'izcn-a, desde 
1 1!10 se reunió b:ijo 1:i prt>siclc~icin clvl corregidor tlc 12ilhao. qilc. era iinn aiitoridad 
clc iiorn1)rnriiiciito real por c~scclencin ( 1 ) .  

L<ii cl Siglo cit. Oro siil)sislc el sisteriia de iiriicl:icl rcsptltiios:i con la vnrictlad (2 ) .  

bIAs :idel:inlv, h i j o  los I l o r b o ~ i ~ s ,  se nciisnri:in tcritlc.ricias iiniforinistas, si hicn 
iio lri~inl'aron ~~lcnairicntc Iiasta el siglo SIS. I,n todo caso, por lo qiie a1 1':iís 
\'asco sc rclici.e, cii el Siglo tlc Ins 1,iicc~s se re~spc.IO s ~ i  dcreclio p:ii.ticrilar. 

Es tlvrir, Iiasta rliic el :tSr:iiicc~sninirri1o iio Ior.c*iti cl riinibo de riucstrns tcnden- 
c.i:is jiiritlic.:is, los caiic.i,s tic1 1:i c~slriidiisn Itlg:iI se1 orientaban por la v í :~  dc la va- 
rivcl:itl ariii0nic:i '- el iiiiiliio crisiqiieciriiie11Io del las tlivcrsris zoii:is jiirítlicas, va- 
ricil:ttl coiiil)nlil)le c80ri 1111 ioriclo coiniiri y riiiiliins iritcrinlliit*iirias. ya antes tlc 
In ~initiri ~)olílic.:i, clci~ivntlas dc iiri clcint~rilo cle coiiiiiiiitl;icl qiic, pro1)oiciorianrlo i i r i  

sihIcnia griicral tic rrlnciones iiiler~icriirisiilai.cs, I'acilitaha, :isiiiiisii~o, los contaclos 
y ~):\r:ilclisiiios jiiritlicos. 1:sl:is tcricicnc'ins tlcrivab:iri del rnismo rnocio de ser de 
Iisl~ailn, (lile sin ~)ci.juicio tic. 1111 sustrnlo coiiiún, posce forrilas c-livrrsas (le ii~aiii- 
l'rs1:irlo. I)c rihi I:i esislcncia dc In rcgiJii y lri coiiiarca como zonas inlernit.tlias 
cnirc el ,Iliiiiicipio y t>l I<st:iclo, sin pcrjiiicio de la rcnlidad dc In patria con~Un, 
concepto Cstc~ iiicoirip:itiI~lr con la siriipliiicacitin de c~iiicnes no ~ c r i  la gania de 
variniites. por :il'ranccsaniie~ito, y al reconocer la rt.alidad mayor incurren en 
(11 iiniiormisnio ccrilralista, iriicritrns que si advictrirn la rcnlidatl menor caen en cl 
scpnratisiiio, cn aiiibos casos ~iorc~iie cl afranccs:\ii~iento les 1x1 lieclio perder de 
vista una gama de variantes dentro dc iiri sustrato comiin. 

(:onseciiencia dc la indicada ieiidc~ncia jiiridica en el Siglo dc Oro, y dadas las 
muclias lagiinns dr 1:r legislación vascongada, el dereclio castellano EIIC admitido 
como siiplctorio del 6uscaro. Esto cs dc considerable irilportancia en materia mo- 
netaria, en la cual el dercclio vasco acusa considerables lagunas, en parte, quizá, 
por el fenómcno general d r  adolecer de lagunas qiie le caracteriz:~, y cn parte por 
ser materia de la competencia dirccta del rcy, acusada por no acuñarse en aquellas 

(1) G ~ n c i ~  GALLO: Ob. cil., phg. 2-15 y 398. 
(2) G A R C ~ A  GALLO: Ob. cii., phg. 408-400. 



provincias. I)c ahi, pues, la influencia del clcrecho castellano sobre la vida mo- 
netaria del pais vasco. 

c)  I,lorclnte, ttn sus Xoficicis liinlríricas tlr las 1rc.s prooincicrs vascongadcts, trata 
de demostrar qiie los vizcaínos y giiipozcoanos eran ya siibditos de los reyes de 
Castilla (y luego (le Navarra) en el siglo S I ,  mientras sil constitiición provincial 
dataría del SI\ ' .  I:n el caso de .%lava, la formaci0n de la misma rorrcsponderia 
al siglo S\'. Xnles sOlo habría entidades menores (caballerias y villas intlcpen- 
dientes entre sí). I,a Itcal ,~caclemia dc la Historia recliazó esta iritcrprctación; con 
todo y considcrar fabulosos los primeros sciiores legendarios de Yizcnya, consi- 
dera Iiist0ricos los que como tal se presentan 3 partir (le fines clcl siglo I S  (t~atalla 
de Arrigorriaga, en el 888). .lsirnisrno Jlariclialar y Jlaririqur (1) dan por sentada 
la constitiici0n del condado vizcaíno cn el siglo IS. 

Este sisten-ia se difertlncia del de Idlorente, quieri supone los Fiicros como nian- 
dados elaborar por los corregidores rcales que liabíaii puesto orden rii cl territorio 
y fomentado la agrupacibn en I--Icrriiandades. 1:ri apoyo clc si1 tesis, J,lorentc 
aduce iin tlociirnerito del siglo S I  en el ciial clon (;:irci:i, rey dc Navarra, dicta 
varias disposicioncs para protcgcr a los vizcaínos corilra las cstralirnitacionrs dr 
los corides y de sus iritendentes; pro11il)c tralarlos coriio siervos de la gleha y 2iit0- 

riza al clero a designar iin decano, (le :icui~rtIo con el ol)ispo dc I'amploria (2).  

Dii I3oys (3)  pretcride qutB diclias atrihiiciorirs r i~llr ja~i ,  quizA, i i r i  patroriato, no  
iiii señorio sol)erniio, v si 1:iri sOlo la sancitin tlrl acto de irn prelado, que es el que 
radica en territorio quc  lch es16 sorilctitlo. 17rrrite a esto. en dos tlociimcntos, de l0,Jl 
y 1070, el selior de Yizcaya, Iiiigo LOpcz, sc tiiiila (~I<rieco Lopez, q ~ r r l i o  Ilri, totiiis 
Yizcaliie comesu. En  cuanto a la rcdaccitin lardia del 1:iicro dr  Yizcayi, no c!c- 
muestra qiic antes rio rigiera su dcrc.clio, sino qiir rnlonccs sc recopil6. 

Por otra parte, el 1;ucro Yiejo de Castilla, al parecer del siglo S I I ,  tiene Ia- 
zaiias que parecen 1i:icer referencia a Yizcaya (1:is 10, 11, 13. 19, 23, 310, 30, 10 y 19) 
y los condes de Vizcaya ostenlaron cargos en la Corte de Castilla. E n  1370 liercdó 
el seiiorio doña Juana JIanucl. qiie por su matrimonio con Enrique 1 1  fiie causa 
de sil incorporaci0n a la Corona de (:astilla. 

T,a posici0n de I,orc.ntc., así corno 1:i representada por la tesis más conlrapucsta, 
la de la antigiicdad de iinas provincias vascas soberanas, adoleceri del mismo dc- 
fecto, de una deformación dc la liistoria en función de tcsis políticas (proptisitos 
de justificar, respectivamente, el centralismo uniforrnista y el ~ ~ p a r a t i s m o ) .  Y lo 
más Iamentahlc del caso es que estas deformaciones liisttiricas, en el fondo, rcsiiltan 
innecesarias para las tesis políticas que las inspiran. Iin efecto, no cabe negar, 
por una parte, que un día los territorios vascos fueron indcprndicntes y que luego 
dejaron de serlo. Lo único que cabe poner en tela de juicio es el momento hist0rico 
en que ello tiivo lugar, ya succdicra en la Edad Antigua o a fines de 
la Jledia. En segundo lugar, a efectos políticos actuales, es cvidcrite que las Pro- 

(1) ~ I A R I C H A L A R  Y RIASRIQIIE: Oh. cit., yol. VIII ,  piig: -2 y 83. 
(2 )  > ~ A R I C H A L A I ~  Y ~ I A N I I I V K ~ I . :  Ob. ~ i f . ,  ~01. 111, pág. J/J. 
(3) Du Bors: Oh. cit., pAg. 465. 
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vincias no son soberanas ni en el terreno de los hcclios, ni cabe plarilcar el problema 
doctrinal en el campo Iiistórico. E n  efecto, si se parte de la tcsis de los eritcs gober- 
nantes de dcreclio divino, esta aiitoridad corrcsponderia al listado esp:tñol, desde 
cl rnomento en que nadie lc3 discutió la soberania, cri el peor de los casos, durante 
toda la Edad RIodcrna, lo que presupone que si el s o b t ~ a n o  pudiera scrlo otro, 
como Iicclio liistórico, habría reniinciado tácitamente cn favor del poder rstable- 
cido en l:spaña al admitirlo como gobernante de las tierras éuscaras. I'or el con- 
trario, si se parte de la tesis de la voluntad popular inenajcriable, nada importa la 
Iiistoria, y si se parte dc la tesis de 13 T-oluntad popular enajenable habria que 
consignar qiic tal criajcn:ición tuvo lugar a favor del Estado cspaiiol, no sOlo por 
cuanto :)si lo aceptó durante siglos el pueblo vasco, sino también porqiic cuando 
el rriisriio Sahirio :\rana se rnrinifestó separatista, le abandonaron siis antiguos se- 
guitlorcs iniciales, lo que nos lleva a las concliisiones antes apuntadas (1). Por lo 
tanto, el prol)lema reduce su intcrbs al carnpo Iiistórico, para fijar la cronología 
y desarrollo fcnorncnolGgico dc una evolución ciiyo rcsul1:ido actual político no 
ofrccc dudas en fiiiición del origcn histórico. 

Eslo sentado, Iiernos de consignar que la Iiistoria cle la Alta l<econquista vas- 
congada es lmstantc oscura y presenta tina scrie de Iagiinas sobre las que fre- 
ciientenicritcl no cahc pronunciarse cn ningún sentido. Pero adenilis, 1,orcnte altera 
y cieform:i datos o sil sentido, cuando no olvida algunos muy importantes. Xsi, 
por ejemplo, niin ciiando no estuvieran ~->riniiLivainente coristituidas las proviiicias 
y sólo existieran cntidadcs iiienorcs, no por eso carccerian (le ii i i  sistema juridico 
propio; tai-iibii.ri tlichas iinidades podiun ser aforales)). E n  cuanto a la elaboración 
(Ir los Ftieros, cn gran parte son i'rulo dc un impulso de la autoridad red, pero no 
cabe olvidar en ciiitn gran nicdida sc lirnitabnn a elevar a escritas antiguas normas 
consuetudinarias para defendcrlns de la amenaza roinanista. La novedad apreciada 
por Lorcntc era, en este sentido, inhs formal que siist:inti\~a, pues deforma 
lo acaecido en la Ri ja  Ijeconquista. t'cro asimismo 13. pretensión de I)u Boys 
de estar ante unas i~lanifestncioiies cle patronato y no de soberania, es dificilmente 
:iceptahlc, pues diclio cpatronato)) implicaba una aiitoridacl superior y la soberania 
no es inhs qiie la suprcnia autoridad politica temporal. Otra cuesti0n es qiie liu- 
1)icr:i variantes en sil forma de cjercerla, pero ello no dcjaria dc implicar una de- 
pendencia de las (:oroiias de (;astilla o Navarra, según los casos, aun ciiando al 
rnisriio ticmpo cspresara una autoiiomia 1):ijo dicha dcpentlencia; pero la autono- 
mía no cabe confundirla ni con la intlepcndencia irnaginada por lirios, ni con la 
inexistencia siipi1est:i por otros. 

Iin todo caso, la esislencia de scliorcs era compatible con la posible depen- 
dcricia y relación feutlal de 6stos respecto de los reyes, antes de que bajo .Juan 11 
el scñorio sc incorporara a la Corona; cualquiera que fuera el lazo juridico, 
el íntimo ligamen ((sociológico)) fruto de la común liispanidad, es innegable 
a la luz de los Iieclios arriba apiiritatios, amen de otros que cabria aducir (cuestión 
de las fazañas referentes al I'aís YBSCO, etc.). Observese, en todo caso, que la exis- 

(1)  \'Case 11. G A H C ~ A  VESEHO: FIi~ioriu ( I E I  Nacionulismo Vasco. Madrid, 1945, phg. 233 y sig.  



tencia de un condado de Vizcaya implica (en el fondo contra la tesis edespersona- 
lizadorav) quc Vizcaya ya  entonces liabía aíirrnado su personalidad, pero la dc- 
pendencia de ésta del monarca castellano también es evidente (en contra de la 
tesis (~seccsionista~). 

Desde un punto de vista Iiistórico, la incorporación del sciiorio dc Yizcaya a 
la Corona, por vía matrimonial, no es mera casiialidad, es la conseciiencia de una 
intimidad dc relaciones fruto de la apiintada comunidad 11ispan:i. 

(1) En todas las \'ascong;idns rigiti ~)rc~r~ic~n~r.r~lr  (-1 tler~ccho c~o~~sr~c . l~rc l i~ i r r , i » ;  
U partir dcl siglo NI11 y so1)i.e todo cn cl SI\' sc tiende :i rIa.s~ri~rollnr c.1 clr.rec.ho 
escrilo, unas veccs por aplicacibn de leyes c;istellarins (Fiicro l<cnl) a titulo de pri- 
vilegio, otras por la foriiliilación dc cuntlcrnos y ordcri:tiizas, en gran parte surgidas 
dc las 14crmandacles cncarg:iclas tlc velar I)or cl oi'tleii ~)iíl)lico y taiii1)it;n por for- 
mrilarsc 1:ucros locnles y lerrilorialcs. dirigitlos, cri gran nieelitla. a recoges el tlc- 
reclio consuclutliriario. Esto Hllinio tiene liigar osl~c~cialmt~iiii~ ~.esj)ccLo rlc \'izc:iya (1). 

Estos rrisgos t1st5n pli3ri:iriieritc coiicortles con I;is lcndciicias y l'erio~iicriología 
griicsal tlt.1 clercclio chsp:iiiol cn la I<(l:icl Jlcdia, y nos riiiicstrn~i el dercclio c~iic scria 
trarismititlo a la Alodernn, es dccir, un dcrcclio escrito tlc proccclciicia corisiielu- 
dinaria y espiritii trnclicionalista, con considcra1)lrs 1:iguiias. coiiio conscciit~ncia 
de la iiiisilia l'orrria conio se c.labor¿), o incjor tliclio. como consccurncia del cslatlio 
de c1al)oracitin t.ntonccls atravesado. 

J-a cn la Edncl Jlodcrn:~, cl derc.clio rlc proc.ctlcnci:i irict1iev:il siguió sic~iclo el 
I~ásico. si 1)icn enriquccitlo con algiirios Ichsloh: las Ordcrianzas (le (.liiricliilla, 
cri .{lava, asi llaiiiadas por rrdactarlas, ] )a jo  los I(t.yes (:nItilicos, liccnciatlo 
Garci 1.úpcz de (:liiricIiill:i, y cluc en i-ca1itl:id cr:in i i r i  c.iinclc.rno t l c  1-lcrmarit1:itl. 
1211 (;~ii~)úzcoa se sintio la rieccsitlatl dc  ir rc.cogic.ritlo las iiuevas tlisposicioric~s 
(Realcs y dc la .Jiint:i de 13 IJrovincia) dando Iiig:ir, en VI siglo S \ ' I I .  a la Niic~va 
1:ecopilacibn dc Guiyiizcon, ol>jeto clc i i r i  suplciiic.nto cri el S V I I I .  1111 cuanto :i 

Yizcnya, ar1cril:'is de la nueva rctlacciOn (le1 I:uero, qiie rvl'crin~os cri otro Iiigar, 
se tendio, con t s i to  liniilado, a estender las Or(leriarizas rlc (:liincliilln. 

En  todo caso, estos nuevos textos (recopilaciún (le (iiiip1izcoa. 1:uero (le \'iz- 
caya) Inarcan unti tendencia a extender cl tlcrclio territori:il (provincial) cn detri- 
mento dcl local, paralela a la tcntiericia a la cstensiún tlel dcrec.lio territorial (rcal) 
registrada en Castilla (2). El resultado de csta corriente fiic el alianzan~icnto tlel 
pro~incialisrno juridico, cieritro de la monarquía espaiiola, por el pclso de unos fac- 
tores generales de nuestra historia, pero qiie en cl I'aís \'asco se adaptaron a las 
peculiaridades (jurídicas, sociales y geográlicas) de aquella parte de España. 

Este peso del legado medieval está en intima rclaciOn con la tendencia :i1 res- 
peto y conservacibn del derecho viejo que regislra 1:spaiia antes de los Uorboncs, 
y con el sentir popular incluso en el Siglo de las Luces. Se Iia atribuido este rasgo 
al deseo de mantener los derechos forales (3) y efectivamente debió influir tal razOn, 

(1) G A R C ~ A  GALLO: Oh. cit., pág. 262. 
(2) G A H C ~ A  GALLO: Ob. c i t . ,  p6g. :Mi4 y 372. 
(3) G A R C ~ A  GALLO: Ob. cit., p6g. 399. 



pero no seria la única, puesto que tal tendencia se rcgistra tamhién en Castilla. 
En  realidad, iin rasgo de esta índole obedecía a un mG\-il tnidicioiialista que tam- 
I)ikn influyó en pro de los sentimicntos localistas. 

e )  Otrcis notns y rctracle~~íslicas ríe los Fuel-os \'ascos.-Debemos sefialar qiie los 
Fueros Yascos se redactaron, según los casos, en latín o en  castellano, lo que es 
prueba de la intima relación cultural con la meseta. 

Para la luclia contra los malliecliorcs se forinaron Ilcrmandades, como en el 
resto de Cnstilla. Iíst:is red:ictaron sus cuadernos o norrnas de actuación. 1)atla su 
fiii~ilidad perscg~iidora de nialliecliores, estos cuadernos contuvieron norrnas pe- 
nalcs, que no cstalxin bien lijadas en una legislación gencral a la que pudieran 
atenerse las I-Ierinandades. Dc alii que cl derecho penal, en gran mcditla, esté más 
ericerraclo en Cstas qiie cn otras fucnlcs más generales. 

121 ~~~~~~o (;eneral de Vizcaya, cn sil primera redacción, que data dcl reinado 
de .Juan 11, se I'ormiiló por tina comisión de la Junta  Gencral, con inter\-cnción 
del gol)erriatlor, y fue sometida :i la coriíirmacióri dcl inonarca. Sus redactores se 
cori-ipl.onie1ierori prcviariic~nlc a recoger la coslumbre del país. Ello nos permite 
apreciar su caráclcr tlc dereclio aiitónomo dentro dcl territorio castellano, pero 
rio propio de  tina liorra independicnle. De allí dcri\-a la dohle intervención de auto- 
ridades represent:itivas del Scfioi-ío y del rey. I2n cuanto al cornpromiso de respetar 
y recoger el derrclio viejo, cs rcflejo tanto de Ias lendcncias tradicionalistas de 
la Rspaiia anterior al :ifrnriccsamierito diCciochesco, corno de una proliable preocu- 
pación tlr alirmar el dCrcclio ~ i g e n t e  frcntc a las nuevas ti~nderic.ias. I)c allí e1 afán 
clc rceogctrlo por cscrilo. 

Otros textos vascos, scgíin las ocasiones, fueron otorgados por los reyes (de 
Savarra  o dc Caslilla, segiin el moriicnlo de sil drpeiidcncia liistórica) o elaborados 
por la ]>rovinci:\ y conlirmados por el inonarca. En amhos casos son evidentes los 
priiici~>ios dc particularidad y enciiadramicnto eii los dominios de las Coronas 
sspaiio1:is. l:into mAs cuanto qiic los Fueros concediclos procedian de otros penin- 
sulares (el de San Scbastilín, del de I<slella; varios alal-eses, del Fuero I-ieal, etc.). 
12s curioso qiie tanto en la forinulación de las ordenanzas guipuzcoanas como de 
las a1avrs:is intcrvinicm cI licenciado ,110nso de Yaldivieso. ],a intervención de 
iir i  mismo jiiristn es i'iinción dc la intima rclación, dentro de la particularidad que 
existíri cntrc aqiicllos territorios. 1% dccir, constantemente estamos ante ienóme- 
nos de varicdad dentro de la iinióri. 

I2cnórnenos análogos a los observados respecto dcl medievo se repitcn en la 
Edad lIoclcrn:i, cri In cual además se continuaron aplicando inicialmente los tes- 
tos de procedencia medieval. Así cn Yizcaya, al observarse deficiencias en el Fuero 
del Seiiorio, se elaboró una nueva edicibn del mismo. En  ésta intervino la Junta  
(;cneraI, y sil t e s to  se sometió a la aprobación de Carlos 1. ,Isimismo, en el si- 
glo XYIII ,  sc aciisa la tendencia a estcndcr a Vizcaya las ordenanzas de Chin- 
chilla, promiilgadas por éstc, bajo los Reyes Católicos, para Yitoria, lo que es otro 
ejemplo dCl Ecnómeno de interrelación dentro del particularismo. Cuando a fines 
del siglo XYII se elaboró la Nueva Recopilación dc los Fueros de  Guipuzcoa, 
tambikn fue somelida a la aprobación de  Carlos 11. 



a) Cuando la Corona qiiiso enajenar cl Scñorio de Vizcaya (caso tle don Pedro 
respecto del príncipe dc G:iles, y de I<~iriqiic IV con sus favoritos) los vizcaínos 
se revolvieron logrando impedirlo (11, lo que parece indicar un deseo dc consolidar 
la situación cstablccida. 

Estas resistencias a las criajcnacioncs muestran, ~ ) L I C S ,  un tlesco dc iiianttncr su 
situacitin Soral. t:na tratlicitiri, en re:ilidad mal dctcririinatla, indica que ya a 1.ope 
de Zuria, tras la batalla de -2rrigorriaga, sc le inipuso el coiiiproiiiiso de jurar los 
Fueros. ,Zlgunos autores alirman que entre 1239 y 125 1 don Diego 1,ope tlc 1 Inro 
rcliiisti jiirar los I'iieros y los vizcaínos reco~ioricrori qii2 no tcnia o1)ligncitin de 
liacerlo, pero le anienazaron con emigrar en niasa y, ante tal peligro, optó por ju- 
rarlos. 1;ri cariibio, 1):ira Lorciitc, cstc licclio driiluestra qric se juraron por ~ ~ r i r n r r a  
vez. I>t'ro en 1392 Ikriqiic 111 utilizti la f(jrniu1a: ((juro conservar los 1:ucros coirio 
se liizo cn tiempo dc dona Constanz:~ por 1)icgo (Ir 1 larn y por los stliiores qiir 
reinaron antes que CI cn Yizca-ar. I'ara 1.orcntc h:iy aquí, en rvalidad, iin:~ :tltisiOri 
a los Fiieros nilinicipalcs dv  13alriiasetla. Ortliiiirt, I3crriico y I'lcncia, qiic tli.ari las 
vil1:is tlc enlonces. 1:is (los iillinias pol)lntlns, en gran parte, por caslcll:inos, lo ciial 
está, qiiizá, eri clirccl:~ relarióri cori In cutensión tlcl Fuero tic 1,ogroiio. 

I<n rr:ilitlacl, si algo parece cicrto, es qutb los 1:iicros cxisticron consiictiicliriuria- 
nieritc arites de elt>varsc n escrito. .lsi, en 13 13, seiior .los6 Niiiicz de I.ar:i acon- 
seja a In .Jiint:i tlc (;iicrnira sil redacciOn para tletrrn~inarlos con cs:iclitiitl, y 
rri 1 - 1 2  el corrcgitlor real sc lamcxnln de qiie no csli'11 (*s('ritos Io(1os los 1:iieros 
qiic l eni:iri los vizcaínos. 

Iln todo caso, los I<cycs (:uttilicos (ortlcriarizas de (:liincliill:i), (:arios 1 y I4.c- 
lipe 11 tuvieron qucl cst:it)lecrr varios reloquc~s eri la Icgislacicín tlc \'izcay:i, por 
cierto qiie de acuerdn con las Jrint:is Generales. 

Idas resistencias (le los vizcaínos a qiic la Corona, cn riionientos de dcl)iliclacl, 
enajenara el Sciiorio, parece corroborar que aqii6llos se sentían salisfcclios de sil 
integracitin en el Ijeino castellario, así como rin desco dc auiovinciilacibn tiirc*cta 
a la (:ororia, sin intermetlio de sciiorcs feudales, amen de que 1:) resistciicia a tle- 
pender dc un señor inglés implique, asimismo, una actitud tic viiiculacióri penin- 
sillar frcnlc a los extranjeros. 

El iiiismo espíritu de incorporacibn y particularismo señalado en otras ocasiones, 
se advierte en el deseo de formalizar e1 Fuero y via por la que se hizo. Por cierto que, 
una 17ez mes, el papel del representante de la autoridad real se dirigió más a cori- 
solidar que a violar las particularidades del Seiíorío. I'or cicrto que cn este sentido 
obraron en intima conexión con la Jun ta  de Guernica, conexión qile nos lleva, 
asimismo, a la tesis de la integración armónica. 

Obsérvese, asimismo, que la existencia de señores no excluye la dependencia 
del rey. E s  más, los señores de i'izcaya ostentaron importantes funciones en la 



corte castellana. Por tanto, la incorporación del Scfiorio a la Corona lia de ser 
interpretada como un cambio en la relación feudal, no como determinante de la 
incorporación a Castilla, a todas luces anterior. Incluso el envío de embajadas 
31 extranjero realizado por los vascongados no puede interpretarse en si como 
una situación de soberanía, dado que estas embajadas lran de ser consideradas 
con los criterios con que se remitian entonces, y no con los actuales. 

En ciiarito a la antigüedad de los Fueros, punto de vista de IJorente parrcc, 
a todas Iiices, desacerlado, pues una cosa es un acto de reconocimiento, incluso de 
reforma, o de elevación a escrito, y otra cosa muy distinta es cl nacimiento del 
régimen juridico particular que no surgió cual una seta en la Eaja Reconquist~,  
epoca precisamente con menos variantes jurídicas territoriales que la Alta Recori- 
quistn. 

E n  cuanlo a la discutible tradición sobre los roces de niego Lope de 1-laro 
con los vizcaínos (que parece inspirada en la liistoria romana) en la medida en que 
nos ilustra de algo (y  ello referido a la época en que se formó la tradición) es que 
el pacto no se concebia como un lazo entre dos poderes igualmente soberanos, 
sino como un compromiso, una autolimitación moral por medio del juramento 
del detentador del poder público, punto de vista éste mucho más compatible 
quc la tesis pactista con la idea de la soberanía y del origen divino del poder del 
ente gobernante. 

E1 interés en recopilar los ITueros en 13-12, iriientras Enrique 111 los juraba 
cn 1392, nos muestra que, cualqiiiera que fuera el estado anterior del rbgimen foral, 
este existía ya, siquiera consuetudinariamente, y quc no surgih cual una total no- 
vedad. 

Pero, por otra parte, el peso dc los ~ a s t ~ l l a n o s  cn la formación del primitivo 
régimen foral y su relación con el de Logrolio nos permite apreciar una intima 
relación e11 función del hispanismo, incluso anlropológica (11, y como de resultas 
de la misriia surge un contacto social que da, a su vez, Iiigar a otro juridico. 

b )  El Fuero de 1,ogroño y, de resultas de ello, el de Vizcaya preven, asimismo, 
el sistema de multa de homicidio. La misma solución. aunque rebajando la escala, 
se aplicaba a las agresiones, heridas y lesiones. Es  de advertir que también se re- 
pudiaban las ordalías, la vía inquisitorial y el tormento: ((et non Iiabeant foros 
de bella facere, neque de ferro, ncque de calida, neque de pesquisa)). En cuanto a 
la aplicación de dichas sanciones, cuando menos a partir del Reglamento de 1312, 
correspondía a los jueces reales (2). 

Ello nos permite apreciar que, por su intima relación con Castilla y particular- 
mente con La Rioja, Vizcaya, a la vez que el resto de las provincias vascongadas, 
registra una gran afinidad con las tendencias jurídicas de la Jleseta, acusando co- 
rrientes de la misma índole que en aquélla, dentro, eso sí, del particularismo 
del Seriorío. 

A la vez cabe acusar una notable resistencia al romanismo, cuando menos 

(1) Véase LLCIS: L a  lengua ..., phg. 11 y sig. 
(2) Du Bors: 06. cit., pAg. 4'75-479. 
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en rn:ttrria prnal, que es la que aqiii nos iriteresa. En  cllo pesaría el tradicionalismo 
de diclio terrilorio. E s  mús, cn gran partc, In forinulación del Fuero por escrito 
ohcdc.ce a iin propbsito de fijar las :iiilig~i:is riorm:is, par:i resistir a las nilevas co- 
rrientes. X este respecto, no cabe olvidar, para lijar dcbid:iiiicnte la fenorrienologia 
de las tendencias jiiridicas en Espalia, que la romanizacibn y 1:i llain8tla recepción 
de los dereclios comunes no se desarrollb sin resistencias, y precisarncnic el raso 
del dereclio vizcaino es un ejemplo (le lo acabado de apuntar. 

Esto aparte, nos interesa la salvedad proccsal del Fiiero tltl \'izc.:iya por plan- 
tear el problenla dc cómo sc pcrsiguicron los delitos de arliiltcrr\cióii riionc- 
taria, al nienos Iiasta qiic la idea CIC q ~ i ?  co~ist i tuia~i iina irifracciGn dc lesa 1l:ijestad 
pudiera llevar a iiiotlilivnr la aplic:ic.icíri tlt.1 I;~ier« cri este asl)ccto y a aplicar las 
reglas gericrales sol~rc. 1:i pcrsccuci0n cle t;iles tli~litos contra c.1 rcy. So cabe olvidar, 
a esle cf't~clo, qiie los jiiclccs rcnlcs, a ri~eclidn que sc rorriaiiizaba~i, es de suponer 
tenderian a aplicar tliclia sal\-edad con c.ar::icler reslrirtivo. 1Ssto aparte, la  inter- 
vcnricin de jueces reales es 1111 ejcinl)lo tlc los lazos políticos de \'izc:iya con Cas- 
tilln ya en In Edad JIcdia, y de la rClacióii de íicpendericia rcspeclo dc la Corona 
corriúri. Esta tlepcridencia Iiari querido negarla alguiios aiitorcs, no obstante su 
evidencia Iiistórica. Diclia inlervención contrihuye, asimismo, a csplicarnos la 
intimidad di? las relaciones jurídicas entre Castilla y Yasconia. 

c)  E n  Yizcaya regia el principio dc que ningiin n:itural del Se!iorío podía ser 
sacado dc la jrrrisrliccióri (le sus  jrtcccs nctlrrrales. Pero iina pragm;ilic:i de 150'7 
esccptuó dc esta garanlía los crimencs de alevosía, rapto y falsilicación, sea de 
nioncda, sca de documentos. .Asimismo Iiabia considera1,les restricciones en nia- 
teria de  proccdimicnto de oficio, pero tanibi6ri tlc esta reslriccicíri estaha esccpliiatlo 
el crimen de falsa moneda, así conlo los de hcrejia y sodomia, ciitre otros. I<r i  cuanto 
al tormento, tarr1bii.n estalla proliibido, pero esta restricricíri tampoco rezaba en 
los casos de falsa moneda, lesa 3Iajestad y sodomia. (1). 

En cuanto a la jiiristliccibn, los jueces de Vizcaya crari pnrticulures pero dc 
designacihn real, cuando menos desdc el Keg1:imcnlo clc 1S12. Esistia últiiria ins- 
tancia fiicra del Seiiorio ante el juez mayor de Yizcaya, eii la (::iiicilleria de \'alla- 
dolid, siendo apelables las causas qiic podían dar  lugar a pena siipcrior a seis 
meses de destierro o multa de  niás de tres mil maravcdís (2). E s  tlc advertir que 
en 1632, para impedir todo conflicto de jurisdicción, Felipe 111 aproll6 la uriificacióri 
foral, es dccir, que a las villas se aplicara cl dercclio tle lierra llana, solucivn Eacili- 
tada por cuarilo ambos sistemas jurídicos liabían nacido del de 1.ogroiio. 

Todos estos Iieclios permiten apreciar la importancia de los feri0mcrios de in- 
tegracióri peninsular dentro del parlicularismo vizcaíno, que iriforin:i todo cl clc- 
reclio de dicho Señorío y, por tanto, se maniliesta en todas 511s iacc1:is. .Isiiiiisnio, 
debemos destacar que la ~ierse~iic-itin de los delitos rnonetnrios li2tirnr:i enlrc los 
escluidos tfrl amparo foral, pues cllo nos iliistni tanlo sol)rc (11 iritcrCs tlc Iii (:orona 
en estas matcrias (se trata, en iiltiino tbrrnino, de un rasgo coincidcnle con la cn- 

( 1  ) Du U o r s :  Ob. cil., pág. 481. 
(7) I ) c  1 3 0 ~ s :  O b .  cit., 1):tfi. 482. 



lilicación de delito cle leca JIajcstatl), coino sobre la irnportancia y realidad de la 
autoridatl del rey, que precisamente donde más se reservaba era en diclias csferas 
de in1eri.s p:ira 1:i (:ororia. I 3 t o  aparle, la cxtensitin de uri solo dcreclio prira lodo 
el scfiorio nos riiiiestra la existencia de una tendencia Iinria la iinilicacitin jurídica 
{aunqut~ limitada en sil alcaiicr territorial) fruto no de un propósito cle absorlwr 
el particul:irisrno, sino (le que las rrlacioncs internas csigi:iri tan111ii.n elcmentos 
de rcgii1:icitiri corilún. 

( 1 )  I<espcrto cic la rorislifl~c.itin (le Ailaari a r l  ~,r.orlincia, 1,orcnte susteritaba quc 
rio tuvo 1iignr 1i:tsta el siglo S\'. Don Sanclio dc Savarra  dio 1;uttros a 1.a Guardia 
en 1 17 1 y a .Irilonacln y a 13ernii.o en 1182. ,\lSonso VI1 1 de Castilla hizo otro tanto 
cori Salinas de .\liana (1). Scghn cste autor, el terrilorio ala\-6s aparece clividido 
cntre (:astilla y Nav:irr:i Iiasta qiicl, cn cl siglo S I I I ,  resulta iinido a In primera. 
1;ii 123-1, t.1 rey (le (::istilla se co~nproriietiti a entregar ,Alava a Km-arra si lograba 
cl asentiriiivnto dc sus naturales, y no dcl)i0 ser asi cuando indeniriizó, lo qiie p:i- 
rece demostrar a Dii I h y s  (2), con iin criterio bien orieiil:ido, qilc ya pesaba el 
cuerpo politico dc aqiicl Scrlorio (3). 1lAs :idelaritc, en 1332, la cofradía de .Irrigo- 
rriag:i :il)artbce ya coi110 goherriante y pide a (:astilla la iricorporaci0n dc la Iklie- 
tria, lo qiir iriiplica una realidad alavcsa anterior al siglo S\'. Entre los quc actiia- 
han por I;i rofrntlía ligiiral)a, por cierto, el obispo (le (;alahorra (lo que 110s ilustra 
so1)i.c. iin c.ril:icc con el rcsto dc 1:spaii:i): c(c dicrorile (al rey) sciiorío de aquella tie- 
rr:i ... y el rcy resr.il)io el sciiorío (le la tierra c diolrs qiie 1iol)it.srn el Fuero de las 
Leyes, J- piiso y alval(lcs quc jiizgascn e IIcrino c~uc ficiese jiislicia)) (4,. 

Por otra parle, en 1302, sc Iial~ia crraclo una Herniaritlatl en Yitoria que en 13.58 
I'iic cslcntlitla :i olras localid:idcs, incluso llegó a extenderse al condado de Trcviiio, 
rio~ilbri~idosc en 1 117 (lipiitados para redactar los riiadernos de IIermandad ( 5 ) .  

I4:n 1 IS:I 1:i Ijciria Calólica jiirti respetar los Fueros de la provincia, conlirmados 
en 1 1SS por don 1;eriiarido y postcriorinriite por (:arios 1, Felipe 11 y Felipe IY (6) .  

.\un cuando la iriterprctacióri dc  los puntos de vista de Lorente siempre deban 
Iiacersc con pies (le plonio, por la parcialidad de diclio autor, los Iicclios de  integra- 
ciOn 1.11 l.:sl)alia ((:astilla y Na\-nrra) y de sil particularismo jurídico '; político, 
t1ciili.o cn tliclia intrgracicín, nacido cri la Etlad Media y legado a la Moderna, 
p:irccchn Suera (le duda y discusión. E n  eslc nspccto, dcntro de sus particularidades 
cronológicas, :;\lava se llalla en la misnia linca que las restantes Provincias Yas- 
congadas. Esto apartc, no cabe confiindir, como tiende a hacerlo Lorentc, el inicio 
dc iiii proccso Iiistórico y grado de desarrollo en un mornento dado, con la culn~i- 

(1)  Lortr<~rr~: S o 1 i c . i ~ ~  Iiistdricrts.. ., p:ig. 21. 
(2) Drr Bovs: O h .  r i l . ,  ])Ag. 309. 
(3) I'utlo iiitrrreiiir tnrnl~iéri una ;irgiicia di1;itoria del iiioiini'cn dtb C;ratilla. 
(4)  (:rhriirtr dr .lucrfi iyrifirí de I 7 i l l f i s u ~ i ,  ci1:td:i por ~ I L R I C I I A L ~ \ ~  1' ~ I A N R I Q V E  en su oh. cil ,  rol. \-111, 

phgina 309. 
(-5) 1 )rr U o ~ s :  011. cil . ,  pAg. 51 1. 
(6) I > i i  Ilous: Oh. cit., png. 514. 



nación del mismo y con el grado en que las modificaciones de una situacibn son 
continuación y desarrollo de un fcnomeno Iiistórico que corresponden a la cons- 
titución política de un territorio. 

b)  En el siglo S I Y ,  al consolidar la unión de Álava a Castilla, los hidalgos 
consiguieron que por asesinar o deslionrar a un Iiidalgo se pagase miilta de quinien- 
tos sueldos, disposición que recuerda la del derecl-io castellano (1) y nos permite 
apreciar cOrno, en materia penal, denlro del particularismo de las provincias éiis- 
caras, se registrahan icnrlrncirrs Inuzl s~rnrjrnirs  lfrs rrcirsc~drrs cn Cnsfilln, en fiiricitin 
de los fenómenos de relacitin y particularismo que señalamos en cl presente tra- 
bajo ( 2 ) .  

(1 )  La historia de Guipúzcoa en los siglos SI11  y SI\' registra varias cesiones 
de diclia provincia de Castilla a Navarra y viceversa, lo que parece confirmar, 
según Du Boys (3, la tesis de Lorcnte de la motlrrnirlnd dc la pror~incin. Asimismo, 
en 1390, San Sebastián envió un procurador a las Cortes de Madrid. Es  de advertir 
que sólo representaba a la ciudad donostiarra. E n  1391, cuando los representantes 
del rey desean cobrar un tributo, se reúne la Junta  provincial en Tolosa. E n  cuanto 
al señor más antiguo que se conoce es Garcia Amnariz, feudatario del rey Sancho 
de Pamplona en 1025, segiin iina donación a San .Juan de la Peña. E n  1066 aparece 
Orbita Aznarez, pero tamhi6n conlo feudatario del rey navarro Sanclio el de Pe- 
ña1i.n. 1.0s señores posteriores aparecen sieiiipre como feudatarios, sea de Navarra, 
sea de Caslilla ( 4 ) .  

En todo caso, su personalidad aparece reconocida por Enrique IY cuando la 
llama ((noble y leal Guipúzcoa)), y en 1-17-1 cuando los reyes ostcntan el titulo de 
soberanos de Guipúzcoa ( 5 ) .  El mismo 1,orcnte reconoce que a partir de 137.5 los 
guipiizcoanos tuvieron Fueros escritos. Esto fue acordado por la .Junta de Tolosa 
en de las turbulencias (6) atravesadas por el país, lo que llevaría a fijar las 
fuentes del derecho. Es  de advertir que en 1397 Enrique 111 ordenaba al corregidor 
convocar la Junta  General para constituir una Hermandad a fin de contribuir 
a restablecer el orden. S o  fue éste el único caso en que las alteraciones obligaron 
a intervenir a la Corona. E n  1453 Juan  11 ordenó que se pudiera apelar a su per- 
sona contra las sentencias de la Hermandad, como garantía contra las extralirni- 
taciones de la misma. En 1.157 el débil Enrique IV Iiubo de dictar medidas severas, 
convocando .Junta de la Hermandad, afiadiendo en las mismas nuevas cláusulas 
penales. E n  1463 hizo redactar los Fueros, redacción aprobada por la Junta. 

(1) Du DOYS: 06. cit., phg. 510. 
(2) Esta cuestión jiiridicodoctrinal Ilegci al siglo X I S .  Sobrc su planteamiento en el primer tercio del 

mismo vdnse .TUAS ANTOSIO ZARATIECUI: Vida y iiechos de don Tomcís de Zumnlocúrregui. Madrid, 1845,  
pbgina 9 y sig. 

(3) Du BOYS: Ob. cit., pág. 484 .  
(4) .\IARICFIALAR Y ~IANRIQUE:  Oh. cit., vol. VIII, pág. 186 y 187. 
( 5 )  I)u Bous: Oh. cit., pág. 485. 
(6) Tambien pcsaria un propósito de defensa frente a la expansi6n del derecho comúii. 



Carlos 1 cn 1526 y Felipe 11 en 1583 establecieron nuevas rectificaciones de los 
Fueros. E n  cuanto al Fuero urbano de San Sebastiá~i, se atribuye al rey Sanclio 
el Sabio de Navarra y cs fechado en 1150 ( 1 ) .  

Las cesiones de dominio registradas por Guipúzcoa en la Eaja Reconquista 
exclugcn, evidentemente, la idea de independencia de aquella provincia en dicha 
epoca. Pero son perfectamente compatibles con un rkgimeri jurídico particular 
o, si se preíicrc, con una situación de a u t o n ~ m í a  ((foralb. Estas cesiones resultan 
incluso compatibles con la prcesistcncia jiiridica dc la provincia, aun cuando, 
por otra partc, la alternativa dependcncia dc Castilla y Navarra implica una si- 
tuación de interrelación con la vida general de Espalia y sus vicisitudes, no sólo 
en el aspecto juridico, sino tambiiin en el politico y sociológico. 

La actuación de San Scbastián en propio y exclusivo nombre en las Cortcs de 
1390 era perfectamente compatible con la coexistencia de la provincia de Guipúz- 
coa, dado el sistema (le representación en Cortes entonces vigente. E s  mhs, la pro- 
vincia ya  tendria realidad jurídica y politica cuando el aiío siguiente se reunía 
la Jun ta  de Tolosa. 

E n  cuanto a los seiiores que conocemos desde el siglo S I ,  dada su dependencia 
feudal, nos llevan a conclusiones similares: particularismo y upersonalidad colec- 
t i v a ~  implicitas en la existencia dcl Seiiorio y relación de dependencia derivada de 
la que tenía cl seííor respecto del rey. 

Hcmos de tener, asimismo, en cucnta que el reconocimiento de la existencia de 
la provincia en un moniento dado nos ilustra sobre su existencia en aquel entonces, 
pero no determina cl de su nacimiento. Asimismo, el momcnto de la aparición de 
Fueros escritos no nos informa sobre el de la genesis del derecho particular, sino 
sobre cl momento de sil elevación a escrito para su mejor constancia y salvn- 
guardia. 

Por otra parte, la intcrvenci0n de la Corona, ostentando una superior auto- 
ridad, corrobora la relacihn dc dependcncia respecto de la misma, sin perjuicio 
del regimen de parlicularismo foral, ciiando menos en la JIaja Edad XIedia. Obsér- 
vesc cómo, nntcs del predominio de las corrientes extranjerizantes, la intewen- 
ción de la Corona, incluso bajo el c(absolutismo de la Edad RIodernaa, se caracteriza 
por el ejercicio de una superior función de amparo a los naturales de las provincias 
forales, sin perjuicio de mantener su particularismo jiiridico. 

b)  El Fuero de San Sebaslián de 1150 preveía multas para los delitos de le- 
siones y agresiones y prevé el duelo como forma dc venganza familiar en caso de 
Iiomicidio (z), si bien en esta materia es más sobrio, emás avanzado)), dice Du Boys, 
que otros textos cspafiolcs. 

E n  todo caso, esta disposición nos confirma que, en la provincia de Guipúzcoa, 
al igual que en las restantes vascongadas, se registran fenómenos de intima rela- 
cidn (dentro del particularismo) con las tendencias del sisfema penal caslrllano (3). 

( 1 )  Du Dous: Ob. cit., pBg. 487-489. 
(2 )  Dri Bous: Ob. cit., p6g. 492-403. 
(3) Este articulo se verA completado por otros, destinados a esta misma revista, en los que se analiza- 

rfin 13s medidas concretas a que dierori lugar los hechos y doctrinas analizados e11 el presente articulo. 
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Los ensayadores de la ceca de Sevilla en 
las acuñaciones de oro realizadas 

bajo Felipe V 
Por Leopoldo López  Chaves 

D os Xa\-itlr (klich, e11 1:) Ú l t i~~ i :~  rrioilogr:~fi:~ por 61 pi~l)lica(l:i (1). con refr- 
rcbncia al tcnia o l ) j t ~ i o  tlc cslc :iriiciilo, dicc~ tcstii:ilincritr: 

eI,as riionctlas dc 1:i crca di. Se\-illa, tliir:irite todo VI reinado de Felipe V, Iueroii 
ciliritlricas. 1,:is iiiarcas (le los crisnyatlorrs cri las nioticí1:is tlc oro tlcl t:iller sevi- 
1l:irio. ílui I i t ~ ~ ~ ~ ) s p o ( l i d o  rc.c.ogilr, sor1 1:is sigiiicntcs: 

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  1/01 y 1702 31 
1/02 y 1/03.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  .J  
170.1 a 170(;. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  1' 
1/07 a 171s . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  11 
171!) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . I 
1/20 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  .J.] 

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  1721 a IG-S .1 
172s y 172!). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  P 
1'72!) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  J 
1 i2!) ?. 1730.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  S 

-, - 1/31 n 1 1 . k 1 . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  PmL1 
1735 y 1'73(i.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  :\.l' 
1/37. (No conocernos ariifinrioncs.) 
1/38 a 1732 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  I'..J 
1717. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  .l.]' 
I7.I:l ;i l i & l ( i . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  1'.,JW 

-- 
í 1 ) .\l~ort nviiiii a In Ilislnricc .\lortt-l<rria dtp Strriltr FP (ir Ilr~!/otií. I l n r ~ ~ l o i i n ,  1 !).53. 



Ida transcrita relacihri tiene (11 indudable sólido basamento de la experiencia 
comerci:il de su autor, pues como 61 mismo expresa cn la citada ohra 111, ((gracias 
a las facilidades qiic se mc Iiari otorgado para el estiidio de los fondos del JIone- 
tario dc. la Fáhrica Nacional tlc JIonc.tla y 'rirnlire, de Jladrid, y que agra<lczco 
muy sinceramente; a la amal~ilidad de algunos rscrlrntc~s :11iiigos inios, espafiolcs 
y extranjeros, y a la prcvisi01i de mi llorado padre, fundador dc niicstro arcliivo, 
Iic. rcunido los clemcntos a los que se debe cl traliajo qiic expresanios)). 

No puedc, pues, diidarsc de que, en principio, los dnlos derivados dc.1 impor- 
tante Alonetario, espres:imtlnte citado, c iridudahleincnte los tlc olros, rio por 
omitidos dejados de csariiinar igualmente; los o1)rantes en rl :ircliivo de  iiri comercio 
nririiisniático, con m5s rle sesenta años d r  esistericia, y qiic en los iillirrios Iustros 
Iia sido, cn la práctica. cl iinico csistcntc, y, fin:ilinentc, el accrvo de datos qiic 
el aiilor citado pudo recoger txn siis Iiabituales contactos con otros ~ o r n c r c i a n t ~ s  
eslrarijcros y eri las subastas ioi-n~it~as, ilcbiari, vcrosiriiilnicrilc, lia1)cr pttrniitido 
al sciior Colicci t!:ir iiria lista que agotasr la cuestitin. 

illi&:i bicn, como la hiisc~iied:~ clel coleccionista, qiiizlí por la pnsión y roman- 
ticismo e11 tllla puestos, supera :I la del comerciante, y por ello h;i siclo, cbs y srgiiirA 
sicndo la vcrdadcra fucntc dcl aporte de datos a la ciencia niirnismatica, la por 
iiií realizada, en la órhita trazada por mi colección, rnc pcrmitt dar noticia a los 
lectores de S v a ~ i s ~ ~  de los sigiiierites ensayadores omitidos eri la relación (le1 
sciior (:alir6 : 

cuyas siglas corresponden: las dos primeras a Jlaniiel Jlanso, y la tercera a Pedro 
Reinigio Gordillo y .los6 r l~itonio Fabra, o quizá el sustiluto, Josi. de Villavi- 
ciosa. 

Los citados datos resultan de las tres onzas que a continuación se reproducen, 
pcrtcnecicntcs las dos primeras a mi colccci0n (21, y 1:i tercera a la del seiior Kiirt 
Hommé. 

Finalmente, y por lo que a la rareza de estas piezas sc refiere, he de decir que, 
aparte las reproducidas, tan  sólo conozco la existencia dc otro ejemplar de cada 
una de ellas: los de las 1 y 11, en colecciones españolas, y el de la 111, en cl ex- 
tranjero. 

(1) Yide, pág. 12. 
(2) Registros números 208138 y 711. 
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L A  CECA DE SE\'II,Lil : A C ( ~ & ' A C I O ~ T E S  KEA I,Iíírl»A S LJA JO FELIPE V 

FOTO 1 

iilridulo: 36 niilirnetros. 
Peso: 27 gramos. 
Catálogo de la onza española, iiúrn. 686. 

FOTO 11 

d l ó d ~ ~ l o :  36 niilirnetros. 
I'CSO: 27,13 granios. 
Cal9logo dc la onza española, núm. 701A (addeiidal. 

FOTO 111 

hlodulo: 36 milímetros. 
Peso: ? 
Calulogo de la onza española, núm. i l iA (addenda). 









KASTER, P.-La Colleclion Lucien de Hirsch. mente. Las reproducciones, a base de moldes 
I3ruselas, 1050, 2 vol. ['no de t e s to  con de yeso o plástico, excelentes y muy cuidadas. 
351 pág. y iin alburri coiitcriierido 103 15- 
rninas en fototipia. .\. 31. de G. 

Se trata clcl ~ i ~ ~ ~ ~ ~ ~ d a s  griegas ? ' o v . \ ~ ,  .\XTOSIO.-l 'estimoni~s unfigiios. 

legadas por  ti^^ I,~~.~~ (le tlirsch al Lmgricrs I->rrrromanas de la I~enínsula Zht:- 
hluseO de I I ~ ~ ~ ~ ~ ~ ~  y q,le eorislituycii la hase ricu. A) Lertgr~as rlo Irltloearopras. Eii la 
de su eojeccibn. ~1 estudio de las piezas se Enricloprdi[r Lirigüislicrr Ilisprinirtc. To- 

hace col1 inmejorable ciiiclado y detalle, col, "10 1, ll¿idrid, í!)>!), ~ h f i .  " 2-6. 
una bibliografía puesta al día y notas muy 
detalladas de la procedeiicia de la inayor 
partc (le los cjeni~>lares. Citcrrios conlo curio- 
sidad c~uc solaiiiente prcseiita tres morietlas 
tiispáriicas y que desconoce por coiiiplcto la 
obra de Vives, basántlose sGlo cn el Ileiss, 
para Gadcs e Icaloslieii, que todai)ic~ no cs 
bien leido y sigiic Ilaiiiiiiciolo Iliberis, cori 
lo que parece tlrscoiiorcr toclo el trabajo tlr 

los iiunii~niliticos cspaíiolcs tlcstlc Iiact. cerca 
(le cien anos. Drstarari por su importancia, 
entre las piezas resriiadas, le serie (le 'i'a- 
rerito (riiiriieros '7'7 a 1:Hi). con varios ejern- 
plarrs iricusos: la tlr .\lctapoiito, con piezas 
del mejor arte (especiali~iciitr iiútneros 133 
al l(j7); Hlicgiiim, csoii csplénditlas piezas 
arcaicas (2-12 a -15): la J)¡cZ~ iiiiica de .ietna 
(3iO); siete d(~ca(1rac1rias sirac~isaiias dc I<i-  
irion y Evaiiielos, y espléiididñs reprcserita- 
ciories cii todas las tl(lni6s series, iiicliiyrnd« 
tiiuclios iiiedallones iiilprriales griegos. Si 
t)irii a ciectos (le rst~idio y clasifieucii~ii iio 
es (11- tiiticlia irnportaiici:~, por el espccial cui- 
(lado del liartiti tlr IIirscli cii coinprar piezas 
(le a r l r  (~spl4ritlido, sin cotnpletar las series 
coii otras (le peor coiiscrvari01i, pero (le 
im~or tanc ia  liist6rica, es en canibio inva- 
luablc para estudio (le ciiiios en c:isos de- 
terminados y corno eoiijuiito (le una de las 
las mejores colecciones de arte griego qiic 

Si hieii toda la obra es de importancia cn 
sus diversas scceiorics, nos limitamos a co- 
mentar cl a~iar tado (Ir leiiguas no incloruro- 
pcas, a cargo tlrl profesor Tovar, por siis riia- 
yores cotilactos coii la NumisrriAtica. 

El m6rito clc este trabajo r s  cl poner al 
día todo lo coriocitlo sobre iriscripciones pre- 
rroiliaiias y, al iiiisino ticiiipo, aclarar con- 
ceptos que, con la iiiclurlal~le sol\~eiicia del 
autor, qiiedan perfcctarriente sentados para 
lo sucesivo: así, por ejemplo, las inscripcioncs 
del .ilgarvc y Bajo Guadalquivir, que iri- 
tcnta conectar con el problema Tartrsio; las 
rneridioiialcs o sud-ibéricas, entre las cuales 
figuran iiitludablcniente las de Icalosceii, y 
las ibéricas tlcl Eslr ,  con el problema ibcro- 
vasco. T>e la niayor importancia son sus 
ciindros <le alfabetos y signos alfal>eiiforii~es, 
so l~re  todo e1 terrero, con copia tic las ins- 
cripciones nionetales y las variantes rpi- 
gr2ificas en ciiatro grandes grupos geogrtí- 
ricos: Cntaluíia y Roselltin, Sagunto y Jhtiva, 
Osca y Celtih6ricas con Bilbilis. Si bien seria 
tiisciitible la raztiri dc tales divisiones geo- 
giaficas quc desrlc el piirito de vista numis- 
mdtico no son csactas, el corijiirito es de 
riiucha utiliclad para los estudiosos, y rcco- 
mendanios la lectura de este trahajo a todos 
los qiie se tledican a la niimisinAtica ibérica. 

;ictualmente csistcn y piieden verse piiblica- 



REVISTAS 

Rivista di Sflrdi Liguri. Año X S Y ,  ~iiim. 3-4, 
julio-diciembre 1939. Istituto Interiiazio- 
nale di Studi Liguri. Bordighera. 

E n  el iiúniero que indicamos de la Revista 
de Estudios Ligures, tan  vinculada con la 
investigación arqiieológica del N. E. hispano, 
aparece un articulo del proresor S ino  1,am- 
boglia, titulado ((Una riuova popolazione pire- 
naica: gli Olossitani,), quc tiene iriucho iri- 
t e r h .  Se basa en cl estudio de tres tubellae 
d~firiorlis de la época Augíistea, tlescuhirrtas 
recientemcnte en Ampurias y rri doiide apa- 
rece la clara mcncihn del nombre Ctnico de 
los Olossitaiios. Con ello se comprueba la 
certitiid de la lectura de  las dracnias de irni- 
tación cmporitana tipo de leyenda 32 de nues- 
tro catálogo y posihlcmente a la primera 
parte de la leyenda 33. ],a traduccitiri de la 
primera tabella es claramente tina impreca- 
ción contra varios legados de Augusto y, lo 
que es mAs curioso, contra el Legado de los 

Indiketes, lo que lleva de nuevo a la palestra 
la cuesti6n de las alianzas inter-tribus en la 
época de  l a  pacificacion romana. Los Olossi- 
tarios, ciertamente de Olot actual, imprecan 
contra el Legado y, es Ibgico pensar, también 
contra la tribu que representa, y ron ello 
Ilcgaríainos a la indudable conclusióii de que 
las piezas con leyenda 32 y 33, copia11 tipos 
emporitanos pero son prccisarncnle enemigas 
de las trihiis ihCricas que viven en IXrnporion. 
Las mAxiriias autoridades de la zona apa- 
reccti en estos iiiterrsaritisinios documentos 
claramente defiriiclas: T. Aurelius Fulvus 
(Legado de Augusto), Rufiis y Alaturus (Le- 
gado y Prociirador d e  .Iiigiisto), aparte del 
Coiisiliiirn Legati, que tenia la rriásinia juris- 
diccibii sobre los liidiketes. Lamboglia es- 
tudia a continuacií,ii, con todo dctalle, la 
cuestibri Iiistórira y las fiierites, por lo que 
consiclerainos su trabajo como de extra- 
ordinaria importancia para los estudios his- 
t6ricos de la Hispariia en aqiiellos anos. 







El nuevo .Icntléririco, 
duran fe la con/errncin qur [~rontrnc.icj 
cri lus Jorit ctciris Nunii,snicilicas 
dr la 1 Exposición Ihcroamtricaria. 
Barcrlonn, 1958. 

EL PROFESOR X\VASCCCS, 
,\c~ni:inr ~ c o  

Rcccigernos cii estas líricas, con toda la 
irriportancia que nirrcce, Ia noticia, aunrIuc 
sin clii(la conocida por la inai-oria de los Icc- 
toirs, tlc que cl E s c ~ n o .  sciior tlon Joaquin 
María de Sal-asc~ii.s y de Juan  Iia ociipado 
la ~ a c a n t e  dejada por Eugciiio D'Ors en l a  
Real Acatlemia <le fiellas .\rtes dc San Fer- 
iiaiido, doride fue recibido el S de febrero 
pasado. 

No poclía iiliestra revista drjar  si11 cons- 
tancia iin hecho de cuyo lustre, en cierto 
niodo, nos alcanza algo, cuando riiicstro ilus- 
trc socio de Iionor ha sido Jlaniado a ese su- 
prenio y merecido puesto eii el campo tlc la 
cultura. Ki menos, faltar al grato deber de 
Iiarerle Ilcgar, como portavoz colectivo, la 
congratulacitiii 1- el afccto de la SI.L\I:N. 

Ei-i su discurso de reccpcíOn, sobre el tema 
aAportaciones a la ~iiuseografía española*. 
expuso la labor llevada a cabo bajo su di- 
rcccihri para la renovación dc las instalacio- 
nes niuseisticas desde 1940. Fue contrstado 
por cl Excnio. seiior don José Ydrnoz Larrosa. 
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